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Resumen 

El presente estudio científico cualitativo no experimental, ha tenido como objetivo 

medular la indagación y evaluación, a través de las guías de entrevistas que han 

servido como medio de instrumento para recolectar información, en la problemática 

existente en el sistema de justicia penal dentro del Distrito Fiscal Lima, al haberse 

observado y descrito que los operadores de justicia no aplican el Principio de 

Mínima Intervención del Derecho Penal en la investigación preliminar del delito de 

Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo, contenido en el artículo 411 del 

Código Penal y complementado por la Ley N° 27444 – Ley de Procedimiento 

Administrativo General, omitiendo éstos el análisis de la dogmática penal. 

Asimismo, se ha logrado describir que la noticia criminal proviene con una 

sospecha simple del control de veracidad efectuado en la vía administrativa en la 

corroboración sobre la declaración expresada por el administrado, llegándose a 

establecer la existencia de un control previo de veracidad a la vía penal y que éste 

resulta más eficaz en la prevención de la conducta reprochada, además, la 

investigación preliminar de éste delito resulta de naturaleza simple, al no revestirse 

con diligencias complejas. 

Por otro lado, se describió la yuxtaposición de la jurisprudencia respecto a la 

litigiosidad o no del procedimiento que configuraría el tipo penal de estudio, para lo 

cual, se determinó que se debe de emitir el acuerdo plenario respectivo, dado que, 

dicha situación afecta la seguridad jurídica, expedición en la cual se debe de 

atender el momento de la actividad probatoria del administrado y de la entidad 

pública. 

Palabras clave: Principio de mínima intervención, dogmática penal, control previo 

de veracidad, estadio de la actividad probatoria, acuerdo plenario. 
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Abstract 

The present non-experimental qualitative scientific study has had the main objective 

of the investigation and evaluation, through the interview guides that have served 

as a means of instrument to collect information, of the existing problems in the 

criminal justice system within the Fiscal District of Lima, having observed and 

described that justice operators do not apply the Principle of Minimum Intervention 

of Criminal Law in the preliminary investigation of the crime of False Declaration in 

Administrative Procedure, contained in article 411 of the Criminal Code and 

supplemented by Law N° 27444 - Law of General Administrative Procedure, omitting 

the analysis of criminal dogmatics. 

Likewise, it has been possible to describe that the criminal news comes with 

a simple suspicion of the veracity control carried out in the administrative way in the 

corroboration of the statement expressed by the administered, reaching to establish 

the existence of a previous veracity control to the criminal way and that it is more 

effective in the prevention of the reproached conduct, in addition, the preliminary 

investigation of this crime is of a simple nature, as it is not covered with complex 

proceedings. 

On the other hand, the juxtaposition of the jurisprudence regarding the 

litigation or not of the procedure that would configure the criminal type of study was 

described, for which, it was determined that the respective plenary agreement 

should be issued, since said situation affects security legal, issue in which the 

moment of the probative activity of the administered and the public entity must be 

attended. 

Keywords: Principle of minimal intervention, criminal dogmatics, prior veracity 

control, stage of evidentiary activity, plenary agreement. 
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I. Introducción

La Nación Peruana se encuentra conformado por un Sistema de Estado Social que 

se rige al amparo Democrático de Derecho, y se direcciona por un mecanismo de 

control social, acorde con lo prescrito en el articula 43 del ordenamiento supremo; 

es así que, el sistema de justicia penal se encuentra cimentado bajo el trípode 

compuesto por la Dogmática Jurídica – Penal (norma), la Política Criminal 

(cuantificación de las acciones reprochables en la sociedad) y la Criminología (la 

razón de la conducta delictuosa).  

Ahora bien, para que el sistema de justicia penal no pierda la noción medular 

democrática de derecho, los administradores de justicia, que defienden la legalidad 

y recta aplicación de la misma, no solamente deben de conocer las normas que la 

regulan, las instituciones jurídicas que la definen y el espíritu de estas, sino además, 

lo que resulta importante en sí, es la aplicación de éstos axiomas jurídicos que 

enmarcan al derecho penal; ésta aplicación encuentra lugar cuando el 

administrador de justicia bajo el método inductivo (razonamiento lógico) – deductivo 

(aplicación de principios), al analizar el caso concreto, llega a una conclusión 

cimentada en una directriz del derecho penal, superponiendo los principios que lo 

demarcan, toda vez que, lo contrario constituiría letra muerta sobre lo determinado 

en la doctrina y la emisión de los actos judiciales omitiendo sus alcances 

conformaría una arbitrariedad. 

Así, dentro de éstas garantías del Derecho Penal se encuentra al 

consagrado dogma de mínima intervención o ultima ratio, el mismo que sitúa a ésta 

ciencia en última línea como medio de dirección sobre los individuos que conforman 

la sociedad (control social), debido a que, se anteponen los otros medios en donde 

se puede realizar de forma efectiva éste control, que además enmarcan una 

sanción distinta a la pena; es decir, que al amparo del citado axioma el Derecho 

Penal no resulta aplicable siempre y cuando existan otras medidas o vías de 

tratamientos que atiendan la conducta reputada, vías de control previo - social útil. 

En dicho sentido, el sistema de justicia a dotado dentro de las etapas del 

proceso penal la fase de la investigación preliminar, la misma que se encuentra 

dentro de la Investigación Preparatoria, empero, este nivel encuentra su 
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característica que lo define, al corresponderle un estadio anterior al judicializado, 

procesal propiamente dicho, donde el señorío los ostente el facultado en el ejercicio 

penal – Fiscal, en el cual se ejecutan diligencias (actos de investigación) necesarias 

(inaplazables) y apremiantes (urgentes) dirigidas al propósito de verificar la acción 

imputada y su ilicitud, en ésta segunda valoración para determinar la delictuosidad 

del hecho es donde se debe de analizar la aplicación del principio de mínima 

intervención o última ratio, en conjugación al Principio de Objetividad del cual 

emana la función negativa del Fiscal (no toda valoración esta direccionada a la 

incriminación en puridad, debido a que de ser el caso, corresponde también evaluar 

la desvinculación de la incriminación en aplicación de principios). 

Siendo ello así, en el caso específico del tipo penal de Falsa Declaración en 

Procedimiento Administrativo contenido en el articulado 411 de la norma sustantiva 

penal, acorde a lo determinado por la Corte Suprema de Justicia de la Republica, 

éste constituye un tipo penal en blanco propio, toda vez que, para su análisis se 

tiene que recurrir a la norma especial sobre la materia que lo complementa, 

contenida en la Ley del Procedimiento Administrativo General N° 27444 (en 

adelante LPAG); así se cuentan, como elementos objetivos que lo configuran: a) un 

procedimiento administrativo, b) falsa declaración en relación a hechos o 

circunstancias, c) que le corresponda probar, y d) violando la presunción de 

veracidad establecida por ley.  

Así las cosas, en el Distrito Fiscal de Lima se observa que los operadores de 

justicia analizan los elementos configurativos del citado tipo penal, examinando el 

elemento objetivo de “procedimiento administrativo”, se remiten a la evaluación de 

sus tipos, compuesto por los procedimientos administrativos generales, aprobación 

automática (numeral 1 del artículo 31 de la LPAG) y evaluación previa – silencio 

positivo y negativo (artículos 33 y 34 de la LPAG, respectivamente) y especiales 

(Título IV de la LPAG), dentro de los cuales se tiene la sub división del 

procedimiento trilateral - reclamación (artículo 219 de la LPAG), procedimiento de 

fiscalización – control propiamente dicho (artículo 288 – A de la LPAG), el 

procedimiento sancionador  - administrados (numeral 1  del artículo 229 de la 

LPAG) y el procedimiento disciplinario – funcionarios y servidores (numeral 1 del 

artículo 239 de la LPAG). 
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Además, sobre dicho examen, la Corte Suprema de la República en sus 

pronunciamientos relevantes expuestos en las Casaciones N° 674-2018 del 

28/10/2019 y N° 1126-2018 del 02/09/2020, únicamente se ha limitado a sostener 

que, conforme al citado elemento en concordancia con la definición del 

procedimiento administrativo, contenido en el artículo 29 de la LPAG, el legislador 

no ha hecho una diferenciación entre los tipos de procedimientos administrativos, 

por ello, no corresponde hacer divergencia entre los mismos y la incriminación 

recae sobre todos los procedimientos. 

Sin embargo, al momento de la evaluación y análisis, el administrador de 

justicia ha omitido tomar en consideración la evaluación del Principio de Mínima 

Intervención o Última Ratio bajo el contexto de la vía previa respecto a un control 

social preventivo útil y eficaz, toda vez que, los procedimientos administrativos se 

encuentran sujetos a un control de veracidad sobre las declaraciones presentadas 

por los administrados; si bien es cierto, resulta a un control posterior al 

procedimiento, en concordancia con el axioma del Privilegio de Controles 

Posteriores, normado en el numeral 1.16 del artículo IV del Título Preliminar de la 

Ley complementaria, se faculta a la entidad administrativa el ejercicio de 

fiscalización sobre la veracidad de lo declarado por el administrado en la secuela 

del procedimiento, respecto a la información proporcionada que ha sostenido la 

pretensión, concerniente a la expresión esgrimida (declaración); también es cierto 

que, el mismo corresponde a un control que antecede al derecho penal, tanto más, 

si en la mayoría de los casos conforme a la práctica regular en la administración 

pública, es de éste control de veracidad del cual se desprende la noticia criminal 

que es puesta a conocimiento del Ministerio Público, por ello, lo establecido por 

éste principio del derecho penal no puede constituir letra muerta y obviarse su 

aplicación, dejándose en la vaguedad la doctrina que así lo establece. 

Asimismo, la indica entidad suprema se encuentra en una disyuntiva en las 

posturas adoptadas al analizar los elementos configurativos del delito materia de 

investigación, debido a que, los dos pronunciamientos antes citados se 

contraponen a las posturas de los Recurso de Nulidad N° 862-2011 del 03/11/2011 

y N° 77-2013 del 28/11/2013, y la Casación N° 823-2017 del 27/11/2017, en las 
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cuales se ha sostenido que los procedimientos administrativos que deben de ser 

atendidos en la vía penal responden a los controvertidos (contenciosos), toda vez 

que, conforme al elemento “que le corresponde probar”, se entiende que al 

administrado le corresponde la carga de la prueba; empero, en los pronunciamiento 

primigeniamente mencionados, la postura adoptada es que al no haber 

diferenciación de los procedimientos, también corresponden ser atendidos en la vía 

penal los no litigiosos; ante dicha disyuntiva, el referido ente supremo aún no se ha 

pronunciado a través del acuerdo plenario que deje en claro las posiciones 

dogmáticas al analizar los elementos configurativos del delito materia de 

evaluación. 

Consecuentemente, estando a las problemáticas expuestas, la presente 

investigación cualitativa permitirá contribuir con una postura referente para los 

administradores de justicia penal (Fiscales y Jueces), con el propósito de brindar la 

mejor conciliación jurídica que se debe de considerar para contar con un claro 

postulado en concordancia con un Estado de Derecho, recomendando como 

solución para ello, más allá de definir la naturaleza del procedimiento administrativo, 

controvertido o no, en primer término si se debe de evaluar la aplicación del dogma 

que delimita al derecho penal en la última línea del derecho como control social, al 

existir un control de veracidad previo al derecho penal, lo cual conlleva a determinar 

que el tipo penal materia de evaluación no resultaría reprochable en ésta vía, y que 

conforme al derecho comparado y por razones de política criminal, el delito de Falsa 

Declaración en Procedimiento Administrativo debe ser despenalizado, además, si 

se considera que la sección a la cual pertenece el citado tipo penal, protege en 

forma específica la función jurisdiccional, conforme se desprende de los otros 17 

tipos penales que pertenecen a la sección I del capítulo III del Código Sustantivo, 

la misma resulta distinta al procedimiento de los actos administrativos concerniente 

a la administración pública.  

El presente estudio cualitativo, tiene como problema general determinar sí 

¿el operador de justicia aplica el Principio de Mínima Intervención en la 

Investigación Preliminar sobre el Delito de Falsa Declaración en Procedimiento 

Administrativo en el Distrito Fiscal de Lima?, así también, en calidad de problemas 

específicos se tiene establecer ¿de dónde proviene la noticia criminal del tipo penal 
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de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo para ser atendido en la 

investigación preliminar? y ¿debe el ente supremo del Poder Judicial emitir el 

acuerdo plenario que establezca la naturaleza de los procedimientos, 

controvertidos o no, para configurarse el delito materia de evaluación? 

Asimismo, la investigación encuentra su justificación en la interpretación que 

efectúan los operadores de justicia al evaluar y analizar los elementos 

configurativos de éste delito, y al existir contraposiciones emitidas en nuestra 

jurisprudencia respecto a la naturaleza del procedimiento administrativo donde se 

configuraría, además, de obviarse la aplicación del dogma de mínima intervención 

de la acción penal; lo cual, permite proponer la descriminalización del tipo penal en 

base a la existencia de un control previo al derecho penal y así evitar la sobre 

criminalización. 

En ese mismo sentido, se tiene como objeto general el describir que, a través 

de la aplicación del Principio de Mínima Intervención sobre el delito de Falsa 

Declaración en Procedimiento Administrativo, bajo los alcances de la dogmática 

penal se establece la atipicidad de la conducta reputada por el legislador en el 

Código Penal de 1991; además, como objetos específicos se tiene la descripción 

del control de veracidad de la vía administrativa de donde proviene la noticia 

criminal que es atendida en la investigación preliminar del delito contenido en el 

artículo 411 del Código Penal, y la descripción de la emisión del acuerdo plenario 

que permita el consenso respecto a la yuxtaposición existente en nuestra 

jurisprudencia sobre la naturaleza del procedimiento en el cual se configura el delito 

del presente estudio. 

II. Marco Teórico

En relación al marco teórico, sobre el contexto donde una problemática 

merece una investigación científica, con el propósito de contribuir con información 

referente a los operadores de justicia, ésta mínimamente debe de respaldarse 

sobre estudios precedentes, por ello, considerando que la presente investigación 

está compuesta por la categoría denominada Principio de Mínima Intervención, se 

tiene como antecedentes nacionales los trabajos de tesis, es así que, Cuenca 

(2019) cataloga al citado axioma como contracción del Derecho Penal bajo la 
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preponderación de una intervención no violenta, mecanismo que resulta adecuado 

para evitar el abuso del poder y la propia violencia en sí en su ejecución, afirmando 

que no toda controversia por tener carácter litigioso resulta merecedora de una 

sanción penal, así también, Bautista (2019) lo define como el lindero de magnitud 

relevante que contrarresta las adopciones arbitrarias, además, precisa que en la 

práctica la aplicación del principio resulta letra muerta, debido a que su finalidad 

solo ha quedado en la teoría. 

Además, Zucca (2019) argumenta que el Derecho Penal llega a un nivel 

adecuado ante la criminalidad cuando el sistema a través de la aplicación de los 

axiomas, dentro de los cuales se encuentra la mínima intervención, promueve la 

paz con armonía social dotando de confianza a la sociedad sobre el poder estatal, 

de la misma forma, en las tesis internacionales, Vallejo (2015) menciona que afectar 

al axioma materia de análisis resulta en la contribución del retroceso contra los 

Derechos Humanos, asimismo, Serrano (2015) advierte ambigüedad en el sistema 

de justicia, al reconocer el principio de carácter excepcional como ultima razón, 

empero, la falta de invocación genera su eliminación y en consecuencia su 

ineficacia, así también, Ozafrain (2017) expresa que al elegir el caso para aplicar la 

médula dogmática, donde exista duda prevalecerá ésta, evidenciando un carácter 

obligatorio que al no ser acatado desprendería responsabilidad, pero esto bajo un 

marco consecuente con la política criminal donde el sistema de solución de 

conflictos deba de ser fortalecido en la solución, enfocando medios adecuados no 

violentos.  

Por su parte, Galarza (2017) en la esfera de las cuantificantes de mayor 

gravedad y menor lesividad, sobre el caso concreto y el bien jurídico de éste, 

considera que los instrumentos diferentes al Derecho Penal serán preferentes, 

favoreciéndose esta utilidad en los delitos denominados como menores, donde la 

salida alternativa es la conciliación, dado que éstos delitos menores son los que 

han generado una mayor demanda en la administración de justicia, de igual 

manera, Vargas (2019) considerándolo como un principio supremo, indica que el 

Ministerio Público es el llamado por ley a aplicarlo, debido a que éste califica la 

imputación por un hecho punible y sustenta la mediación del derecho penal en 

ejercicio de su acción pública, además, Montoya (2019) postula que, en una idónea 
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política criminal concebida en encontrar una armonía social, dentro de los alcances 

del principio evaluado, al derecho penal no le atañe producir calificaciones delictivas 

sobre actuaciones que afecten un bien jurídico, al existir mecanismos diferentes al 

derecho penal, lo contrario evidenciaría una sociedad no proporcional y coercitiva 

que se direccionaría a crear individuos adversos al sistema.  

En esa misma línea, como antecedentes de investigación se cuenta con 

artículos científicos, donde Montalvo (2015) en concordancia con el axioma en 

comentario, señala que el propósito es la disminución de la fuerza social en materia 

penal mediante la incorporación de una política social adecuada respecto a los fines 

de protección, en ese mismo sentido, Ospina (2015) acuña que los medios de 

control social deben ajustarse a la prevención dirigida a contrarrestar las acciones 

ilícitas y su consecuencia, y en su defecto, dotar con las sanciones 

correspondientes, claro está, distinta a la pena, en mérito a la última razón de ésta, 

empero, alerta que en la practica la pena resulta utilizada como prima ratio. 

También, Fernández (2019) argumenta que el sistema de justicia debe de 

soslayar la sanción penal cuando el medio administrativo resulta capaz desde un 

aspecto restaurador y sancionador, emergiendo como dispositivo apto la nulidad o 

anulabilidad del acto efectuado por el administrado y el castigo disciplinario como 

instrumento idóneo y eficiente antes que la sanción penal, en igual sentido, Posada 

(2020) nos señala que el delito al no provenir de una figura directa, sino que nace 

del resultado de la política criminal, se debe de argumentar sobre la característica 

de eludir a la pena obre la solución de las divergencias sociales, debido a que, al 

amparo del principio de mínima intervención se confiere un manejo legítimo del 

derecho penal. 

Aunado a ello, en calidad de antecedentes también se tienen los artículos 

internacionales dentro de los cuales, Demuro (2015) afirma como última alternativa 

al derecho penal, en pro del interés social, el cual se ve afectado ante una 

descontrolada incriminación de conductas, evidenciando desproporción en la 

cautela de instituciones jurídicas protegidas, asimismo, Faustino y Mendes (2016) 

observan la política criminal para establecer conductas delictivas, atendiendo la 

finalidad del sistema penal, advierten que existen vías extrapenales que brindan 
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protección al bien jurídico, e identifica al axioma sobre la acción mínima, además, 

Caetano, Seixas, Dutra, Fernandes y Almeida (2017) sostienen la determinación 

del principio de mínima intervención del derecho penal en materia ambiental a 

través la constatación de las técnicas de protección ambiental.  

De la misma manera, respecto a los artículos en ingles se tiene a Prieto 

(2016), quien al evaluar el principio de prohibición del exceso analiza el dogma de 

la subsidiariedad penal y advierte que el sistema de justicia se encuentra dotado 

con la mínima intervención del derecho penal, también Hert y Boulet (2016) nos 

señalan que la falta de concordancia de una legislación uniforme emerge en una 

inseguridad jurídica al momento elegir entre el derecho administrativo y  penal, 

donde prevalece la aplicación del primero en base a la característica del derecho 

penal como último recurso (mínima intervención), en igual sentido, Van (2017) 

afirma que resulta evidente el empleo desmedido del sistema de justicia penal 

cuando desde un perspectiva sustantiva se tiene vías menos gravosas, en 

vinculación al principio de ultima ratio (mínima intervención penal); en dicho 

contexto, sobre la determinación de las sub categorías, Monroy (2013) establece a 

la fragmentariedad, subsidiariedad y proporcionalidad como características que 

componen al Principio de Mínima Intervención. 

Por otro lado, en cuanto a la categoría compuesta por la Investigación 

Preliminar, ésta como antecedentes nacionales tiene la tesis de Santillán (2015), 

quien sostiene que en el estadio de la investigación preliminar el Fiscal se 

encuentra facultado para aplicar los principios jurídicos que dota el sistema, 

además, Paz (2015) precisa que la investigación preliminar se encuentra 

enmarcada y direccionada por el Fiscal, así también, Pilco (2016), agrega que en 

la etapa preliminar es donde se actúa el sumario de diligencias, en igual sentido, 

Rivas (2017) destaca que el titular de la acción penal es quien se encuentra a cargo 

de la investigación preliminar, en concordancia con Tello y Peláez (2017), quienes 

mencionan que el nivel de la investigación preliminar es ejecutada por el Ministerio 

Público, quien es coadyuvado por la Policía Nacional. 

Asimismo, Alvarado (2017) indica como factor de la reserva provisional del 

estadio preliminar de la investigación, la falta de especialista, peritos que ayuden 
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en el esclarecimiento de los hechos en investigación, de la misma forma, Cabel 

(2018) precisa que en ésta etapa preliminar es donde se actúan la diligencias y que 

resulta una vía donde se contamina la escena del crimen sino se efectúa por peritos, 

así también, Daza (2018) analiza que la medida limitativa de derecho personal 

resulta ineficaz ante el perjudicado cuando se realiza una inadecuada actuación 

preliminar, en igual sentido, Macedo y Núñez (2018) declaran que los actos de 

investigación ineficaces contribuyen al archivo definitivo de la investigación, aunado 

a ello, Ramírez (2018) manifiesta que en la fase preliminar de la investigación, la 

recriminación de la acción delictuosa debe de tener un grado de precisión 

necesario. 

También, se cuenta con Mendoza (2019), quien afirma la contribución de la 

criminología en el nivel preliminar de la investigación, además, Pacheco (2019) 

sostiene la afectación a la presunción de inocencia en la fase preliminar por la 

presentación pública del investigado, asimismo, Rumiche (2019) advierte la falta de 

nomenclatura sobre los recursos impugnatorios en el estadio de la investigación 

preliminar, del mismo modo, Zorrilla (2019) nos indica que a nivel preliminar de la 

investigación el cumplimiento de los principios emerge como medio de solución al 

conflicto. 

De igual forma, se tiene lo sostenido por Zambrano (2019), quien precisa 

que las búsquedas de los elementos de prueba se ejecutan durante la investigación 

preliminar por el Fiscal, de la misma manera, Cárdenas (2019) precisa que la 

temporalidad de la fase preliminar de las indagaciones tiene que ejecutarse durante 

un periodo que resulte razonable, así también, Malma (2019) postula que la 

inactividad policial sobre las diligencias preliminares coadyuva a la ineficacia de la 

etapa preliminar, además, Oliva (2019) advierte la contribución de los requisitos de 

procedibilidad en la emisión de la reserva respecto a la investigación preliminar, 

asimismo, Fernández (2020) argumenta que el titular de la acción penal es el 

obligado a evaluar el tratamiento procesal que se efectúa en la administración de 

justicia respecto a la fase de la investigación preliminar. 

En el mismo sentido, se cuentan con los artículos científicos en castellanos 

dentro de los cuales, Calsin (2015) nos indica que el defensor de la legalidad, 
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constitucionalmente autónomo, se encuentra facultado para aplicar los indicios en 

la calificación de la denuncia con el propósito de perseguir el delito, así también, 

Apaza y Chura (2016) sostienen que, por la falta de actividad investigadora del 

Fiscal en la fase preliminar de las indagaciones emerge en el archivo del caso.  

Aunado a ello, Mercado (2017) concluye que en el estadio del estudio 

preliminar se debe de salvaguardar la revictimización de los presuntos agraviados 

en los delitos sexuales, evitando sus consecuencias, asimismo, Mercado y 

Rodríguez (2019) en forma categoría argumenta que la duración de las 

indagaciones preliminares se encontrará delimitada tanto por las actuaciones 

postuladoras de las defensas, así como, por las propias actuaciones dirigidas por 

el fiscal, así también, Huamán (2019) argumenta la obligatoriedad para la aplicación 

de los principios recae en el Fiscal, cuando al investigación se encuentra en la fase 

preliminar; en dicho lineamiento, respecto a las sub categorías, conforme a Quispe 

(2012) ésta sostiene que la fase de la investigación preliminar se conforma por las 

diligencias urgentes o inaplazables, con sospechas o sin sospechas, y las de 

naturaleza simples y compuestas. 

Finalmente, dentro de los artículos científicos en ingles sobre el tipo penal 

materia de evaluación, se cuenta con el postulado de Kremenchuk (2016), quien 

advierte que el tipo delictivo no ha sido tratado con mayor abundancia, precisando 

que el trabajo de los legisladores es que la legislación penal se ha comprendida 

bajo los principios y faciliten su aplicación, así también, Kopylova (2017) advierte 

que en la falsa declaración bajo juramento al valorar el elemento de falso 

testimonio, bajo el contexto de un acto culpable y una mente culpable, del sistema 

de justicia se desprende una hábito en la imputación del referido tipo penal. 

Por otra parte, nuestro sistema de justicia en materia penal se encuentra 

normado por el código penal sustantivo de 1991 (Decreto Legislativo N° 635 y sus 

modificatorias) conteniendo los tipos penales que regulan las conductas delictivas, 

es así que, dentro del catálogo de delitos determinados, se encuentran los Delitos 

contra la Administración Pública, extremo que es considerado, conforme a Kovac 

et al. (2016) como el segmento social de importancia regulativa en la población, 

otorgando los derechos que corresponde o las sanciones que ameriten, de la 
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misma manera, Merume et al. (2016) sostiene que la organización estatal de 

administración y gestión, orienta las regulaciones para controlar la sociedad de 

forma sistemática vinculada, asimismo, al atender el bien jurídico protegido en la 

Administración Pública acorde a Meini (2008), se protege la actuación debida en el 

ejercicio del cargo (deberes y funciones) de los empleados, servidores y 

funcionarios estatales, que ejecutan en forma directa o indirecta la administración 

nacional, conforme lo ha precisado por la Corte Suprema de Justicia de la 

República en el Acuerdo Plenario N° 1-2010/CJ-116, donde se indicó que no todas 

las acciones reprochables penalmente en la administración estatal emergen sobre 

una afectación patrimonial, al tenerse algunos tipos penales comprendidos 

únicamente con la debida función de la organización social pública, así, Montoya 

(2016) indica que, se reconoce en términos generales al Estado como titular del 

bien legal salvaguardado en dicho extremo del derecho penal. 

En ese contexto, dentro de esta gama de delitos se encuentra el tipo penal 

de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo, previsto y sancionado en el 

artículo 411 del Código Penal, el mismo que sanciona al que en un procedimiento 

administrativo efectúa una falaz declaración respecto a hechos o circunstancias que 

le compete acreditar, vulnerando la presunción de veracidad determinada por ley, 

castigando con una pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de cuatro 

años; en tal sentido, conforme precisa Hugo (2004) la conducta que se recrimina 

en éste tipo penal es la falta de veracidad expuesta en una declaración jurada, esto 

es, lo vertido por el agente en los documentos catalogados como formulario único 

de trámite, declaración jurada propiamente y escritos de postulación o descargos, 

respectivamente, más no, la manifestación de un declarante en el procedimiento, 

lo cual resulta atípico, dado que, lo contrario sería vulnerar el principio que prescribe 

que nadie está obligado a declarar en contra de sí, y la protección que ostenta todo 

procesado respecto al derecho a mentir, negar o callar sin que ello emerja en 

responsabilidad, además, la Administración Pública no cuenta con la atribución 

coactiva de obligar a una declaración determinada. El “derecho de no 

autoincriminación”, que conforme al ente estatal intérprete de la regulación suprema 

del sistema de justicia en el Exp. N° 3021-2013-PHC/TC, emerge del Principio del 

Debido Proceso, el cual nace de la obligatoriedad establecida en el inciso 3 del 
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artículo 139 del ordenamiento jurídico supremo. 

Dicha nomenclatura, tiene como único origen directo en el artículo 411 del 

Código Penal de 1991, tras la reforma del código pasado, siendo ésta norma su 

única fuente, toda vez que, en los antecedentes históricos ésta conducta no ha sido 

considera  configurada delictiva, conforme así se advierte de los antaño Códigos 

Penales de 1924 y 1863, y de los esquemas de los Códigos Penales de 1984, 1985 

y 1986; asimismo, en la legislación comparada no se cuenta con registro de 

recriminación sobre dicha conducta, en forma independiente, debido a que el 

accionar incriminado se subsume en otros tipos penales que abarcan la falsedad 

de hechos o circunstancias; como afirma Rojas (2012), el sistema penal de manera 

solitaria ha configurado en un contexto ilícito la conducta de raíces administrativa, 

lo cual concuerda con la precisión de Orihuela (2020), quien señala que éste delito 

no ha tenido una debida investigación concerniente a la acción falsaria efectuada 

en la administración bajo el beneficio de la diligencia y sencillez administrativa.   

Asimismo, la Corte Suprema de Justicia de la República a través de la 

Casación N° 674-2018 con data del 28/10/2019, determinó que el delito en 

comentario al estructurarse por elementos objetivos abiertos, debido a la falta de 

precisión, se compone por una naturaleza específica en blanco propia que obliga a 

remitirse, para su complemento jurídico, a normas extrapenales, es así que, Cury 

(1988) describe que, ésta institución establece la sanción aplicable y delega la 

configuración o resultado punible a otra ley, que acorde a la especialidad material 

se debe de recurrir; por ello, LP (2019) sostiene que la interpretación judicial se 

encuentra delimitada por la norma complementaria; siendo ello así, éste delito se 

complementa con la Ley N° 27444 – Ley de Procedimiento Administrativo General, 

toda vez que, sobre la misma se configuran sus elementos estructurales. 

Ahora bien, el tipo penal comprendido en el artículo 411 del Código Penal 

vigente, que no ha sufrido modificatoria alguna desde que fue decretado, tiene por 

objeto tutelar, acorde al postulado de Valle (2019), salvaguardar la certeza de las 

informaciones que sostengan la resolución estatal, concordante con lo descrito por 

la entidad suprema del Poder Judicial en la Casación N° 674-2018, donde sostiene 

que la fiabilidad de la información resulta relevante y de forma directa con la 
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determinación concreta de la administración, así también, Hugo (2004) argumenta 

que el bien resguardado es el regular y adecuado ejercicio de la administración 

estatal, siguiendo lo establecido por la citada entidad suprema en la Casación N° 

1126-2018, en la cual se afirma que la afectación se produce con la lesión de los 

procedimientos administrativos en base a la ruptura emergente de la acción falaz 

esgrimida por los administrados.  

Aunado a ello, es claro que el sujeto activo es cualquier agente particular, 

servidor o funcionario público, dado que no se requiere de condición o calidad 

especial, que actúe en el decurso del procedimiento, así, de acuerdo al numeral 

1.1. del artículo 50 y al artículo 51 de la LPAG, definen y consideran al administrado, 

respectivamente, como la persona natural o jurídica que actúa en el procedimiento 

en calidad de titular o no, pero que lo vincula con la decisión, sobre el derecho o 

interés legítimo; y, el sujeto agraviado, como titular del bien jurídico salvaguardado, 

resulta el Estado, representado por su procurador público correspondiente, según 

la institución estatal que ejerza la administración pública. 

Así también, los elementos objetivos estructurales que configuran el tipo 

penal materia de análisis se encuentran conformados por: a) un procedimiento 

administrativo, b) falsa declaración en relación a hechos o circunstancias, c) que le 

corresponda probar, y d) violando la presunción de veracidad establecida por ley, 

los mismo que deben de ser conjugados con la norma especial en la materia. 

En ese sentido, el primer elemento según Dragos (2016), se delimita por la 

ley especial que lo reglamente y lo define según sus características emergentes de 

la doctrina, empero, Epstein (2016) opta por una postura contraria al derecho 

administrativo, argumentando que la visión administrativa se engloba sobre la 

actuación prudente sin verificar. Así, Mir Puig (1996) lo cataloga como el medio 

normativo que delimita la actuación social, en esa misma línea, Huamán (2017) 

refiere que la indicada tramitación conforma un conjunto de actuaciones de la 

entidad estatal y de los actores en ésta, desprendiéndose la decisión la entidad, 

además, Morón (2014) señala que desde la doctrina, el referido elemento, se 

desprende como conjugación vinculada, en forma delimitada, para los actos 

procesales, que direccionan un propósito unitario; es así que, el artículo 29 de la 
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LPAG lo define como el grupo de hechos y trámites en las entidades, dirigidos a 

obtener un pronunciamiento estatal que revista de vinculación legal sobre la 

pretensión, o respecto a derechos u obligaciones. 

Asimismo, sobre el elemento de falsa declaración de hechos o 

circunstancias, el penalista Peña (2012) indica que, dicha acción se enmarca en la 

expresión vertida contrapuesta a la realidad verídica que sostiene la actuación y lo 

que importa es cotejar la declaración opuesta a la certeza de los hechos, en la 

misma línea, Pariona (2014) sostiene que, el cuestionamiento sobre lo vertido por 

el administrado, no puede fundarse en dudas o sospechas, sino la falacia en 

cuestión debe de ser absoluta y clara, contraviniendo la veracidad, es así que, Valle 

(2019) atendiendo la medida lesiva, sostiene que no toda falsedad resulta 

relevante, siempre y cuando ésta no predomine en la determinación de la resolución 

estatal, no resultando importante para el Derecho Penal. 

Así también, respecto al elemento que le corresponde probar, en éste 

aspecto configurativo del tipo penal, Hugo (2004) argumenta que, la obligación de 

probar recaída sobre el administrado admite prueba en contrario, cuando se atiende 

la presunción de veracidad y control posterior de la expresión presentada, toda vez 

que, la verificación de probanza recae sobre la entidad administrativa, en otra 

perspectiva, Moreno (2018) señala que únicamente en los procedimientos de 

naturaleza controvertida, por la existencia de un litigio, le resulta obligatoria la 

probanza al administrado, más no a la administración. 

Aunado a ello, en cuanto al cuarto y último elemento, sobre éste Morón 

(2017) afirma que, dicho precepto conlleva a tener en cuenta de antemano por la 

naturaleza temporal, respecto al supuesto que el administrado actúa con la verdad, 

estando bajo los alcances de la administración la acreditación de la falsedad en 

actuación posterior, de igual forma, Santy (2019) sostiene que, la presunción de 

veracidad en materia administrativa constituye un principio regulador que enfoca la 

declaración esgrimida por el administrado; dentro de lo cual, en la numeral 1.7 del 

artículo IV del Título Preliminar de la LPAG se encuentra prescrito el Principio de 

Presunción de Veracidad a través del cual se presupone que el administrado en su 

actuación procedimental expresa la afirmación de hechos y circunstancias que 
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sostiene su pretensión, corresponde a la verdad. 

Respecto a los procedimientos existente en el Derecho Administrativo se 

tiene los procedimientos generales, de aprobación automática (numeral 1 del 

artículo 31 de la LPAG) y el procedimiento de evaluación previa – silencio positivo 

y negativo (artículos 33 y 34 de la LPAG, respectivamente), y los procedimientos 

especiales (Título IV de la LPAG), dentro de los cuales se tiene la sub división del 

procedimiento trilateral - reclamación (artículo 219 de la LPAG), procedimiento de 

fiscalización – control propiamente dicho (artículo 288 – A de la LPAG), el 

procedimiento sancionador  - administrados (numeral 1  del artículo 229 de la 

LPAG) y el procedimiento disciplinario – funcionarios y servidores (numeral 1 del 

artículo 239 de la LPAG). 

De lo cual, acorde al axioma de presunción de veracidad, éste abarca en 

forma general a todos los procedimientos, al encontrarse como principio de régimen 

general contenido el título preliminar de la ley especial, sin embargo, se encuentra 

que los procedimientos generales de aprobación inmediata y evaluación previa 

(silencio positivo y negativo), vuelven a contar con la precisión de presunción de 

veracidad contenida en el artículo 42 de la LPAG, prescribiendo la presuposición 

de la entidad por parte del administrado sobre la verdad del contenido expuesto en 

las declaraciones juradas, la información de los escritos y formularios presentados, 

toda vez que, los procedimientos generales, conforme al contenido del numeral 3 

del artículo 31 y en el numeral 2 del artículo 33 de la LPAG, respectivamente, el 

administrado expresa la circunstancia o hecho a través del escrito de solicitud o el 

formulario presentado ante la administración pública, esto en concordancia con el 

numeral 1 del artículo 154 de la LPAG que habilita la utilización de formularios 

proporcionados por las entidades públicas, especialmente con el fin de que se 

proporcione información en cumplimiento de las exigencias legales, y conforme al 

numeral 1 del artículo 155 de LPAG, mediante el cual se faculta a las entidades 

estatales a proporcionar, sin obligación de empleo, modelos de escritos. 

En cuanto a los procedimientos especiales, se tiene el procedimiento 

trilateral (contencioso) en el cual actúa reclamante y el reclamado ante el ente 

administrativo, acorde al numeral 2 del artículo 219 de LPAG, el primero participa 
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a través de la presentación del escrito de reclamación, acorde a lo previsto en el 

numeral 1 del artículo 221 y el numeral 1 del artículo 222 de la LPAG, y el segundo 

de ellos actúa mediante la contestación y la réplica, en concordancia a lo prescrito 

en los numerales 1 y 4, respectivamente, del artículo 223 de la LPAG; sobre el 

procedimiento de fiscalización ( supervisión, control o inspección de una obligación, 

prohibición o limitación legal), que se puede iniciar a través de una denuncia, 

conforme numeral 1 del artículo 228 – B de la LPAG, el administrado (denunciado) 

tras la fiscalización participa con la presentación de argumentos, pruebas o 

documentos; respecto al procedimiento sancionador (consecuencia administrativa) 

ésta también pude iniciarse por una denuncia, acorde al numeral 1 del artículo 235 

del LPAG, y el administrado actúa al presentar su descargos por escrito, acorde a 

lo descrito en el numeral 3 del artículo 235 de la LPAG; y, el procedimientos 

disciplinario (falta administrativa), el cual acorde al numeral 2 del artículo 239 de la 

LPAG, se remite al marco legal del procedimiento sancionador, por ello, también se 

puede partir en base a una denuncia y el funcionario o servidor, según corresponda, 

actúa mediante su escrito de descargo. 

Respecto al control de veracidad en la vía administrativa, si bien es cierto, 

de manera general se cuenta con el principio del privilegio de control posterior, 

esgrimido en el inciso 16 del numeral 1 del artículo IV del Título Preliminar de la 

LPAG, el cual proscribe la facultad de la administración sobre ejercer en forma 

posterior al procedimiento, la fiscalización de veracidad de la información 

presentada por el administrado; también es cierto que, para los procedimientos 

generales, se especifica la fiscalización posterior de la autenticidad concerniente a 

la información proporcionada por el administrado, estando a lo descrito por la 

primera numeración de la  cláusula 32 de la norma especial en la materia. 

En el caso de los procedimientos especiales, al emerger una litis que ha de 

ser resuelta por la administración, encontramos que la carga de la prueba  se 

determina por el Principio de Impulso de Oficio, el cual establece que la 

administración actúa en ejercicio funcional la realización de actos para el 

esclarecimiento y resoluciones de las cuestiones ,necesarias, de acuerdo al 

numeral 1 del artículo 162 en concordancia con el inciso 3 del numeral 1 del artículo 

IV del Título Preliminar de la LPAG, es así que, en el procedimiento de reclamación 
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la actividad de probanza, verificación de la veracidad de las posturas, se remite a 

la carga de la prueba conforme al artículo 225 de la LPAG; asimismo, en el 

procedimiento de fiscalización además de la verificación en la actividad probatoria, 

en lo concerniente a la declaración expresada en la denuncia, ésta debe de ser 

revisada y evaluada conforme a lo prescrito inciso 1 del numeral 2 del artículo 228 

– C de la LPAG; así también, para el procedimiento sancionador y disciplinario,

respectivamente, antes del inicio del procedimiento la administración se encuentra 

facultada a efectuar actos previos de investigación, averiguación e inspección, y 

posterior al descargo del administrado también se encuentra habilitada a realizar 

actos para el examen de los hechos, acorde a los numerales 2 y 4, respectivamente, 

del articulo 235 en conjugación con la norma remitente del numeral 2 del artículo 

239 de la LPAG, según corresponda. 

Con ese orden de ideas, del seno de la propia vía administrativa se 

desprende la existencia de un control de veracidad de los argumentos expuestos 

por el administrado, ya sea mediante el control posterior o por la verificación de los 

argumentos en el propio procedimiento, esto es, se cuenta con un control anterior 

a la vía penal, sobre la veracidad de las expresiones vertidas por el administrado 

en el procedimiento, y al constatarse la falsedad de la declaración expuesta, el 

hecho es remitido al Ministerio Público para ser atendido en calidad de delito, 

especificándose en la propia vía administrativa la calificación sobre las previsiones 

de los tipos penales contra la Fe Pública contenidos en el Título XIX del Código 

Penal, acorde al numeral 3 del artículo 32 de la LPAG; es así como, nace la noticia 

criminal que ha de ser atendida en la vía penal. 

Ahora bien, la rama del Derecho Penal se encuentra regulada desde las 

perspectiva de la vertiente ecléctica (mixta) de las Teorías de la Pena, asumiendo 

la función preventiva (utilidad de la pena), en conjugación a la corriente del 

Funcionalismo, de lo cual, podemos advertir que el Código Penal de 1991 tiene 

como propósito medular el dotar al sistema social con la prevención del delito, esto 

es, el objeto de regular las acciones que se reprochan en la sociedad, resultando 

en la advertencia al individuo sobre una sanción – pena y con ello evitar la comisión 

del hecho recriminado, conforme a su artículo I del Título Preliminar; en ese sentido, 

Villavicencio (1992) afirma que el código se encuentra asociado a la idea de la 
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teoría mixta o de la unión, al aludir a la función preventiva general y especial, 

protectora y resocializadora.  

Es así que, dentro de dicha teoría aparece la institución jurídica del control 

social, afirmando Wolff (1983) que ello resulta un requisito básico en la vida social 

y regula las conductas en la convivencia, emergiendo así dos maneras de control, 

primario (formal) y secundario (informal); como sostiene Bustos (2004), el primero 

de ellos se compone por el sistema penal, que encuentra su diferencia por el órgano 

que lo ejerce, mientras que el segundo, se configura por el sistema normativo que 

se reviste por el uso, costumbres y tradiciones; reafirmando Mir Puig (2016) y Roxin 

(1998) que, el Derecho Penal constituye un medio de control social de carácter 

netamente formalista, acorde a su naturaleza jurídica. 

Sin embargo, el Código Penal de 1991 ha resultado duramente cuestionado, 

toda vez que, conforme señala Hurtado (2005), el legislador tuvo un vicio de traer 

al sistema penal la política criminal extranjera que emergió en efectos negativos de 

carácter técnico sobre la materia, así advierte Prado (2019) que, el legislador de 

dicha época al acogerse a las líneas del derecho comparado, habilitó la introducción 

de instituciones jurídicas sin precedencia en nuestro sistema, así como la creación 

de instituciones (tipos penales) a criterios propios sin tener un adecuado desarrollo 

bajo el trípode compuesto por la Dogmática Jurídica – Penal (norma - Código 

Penal), la Política Criminal (cuantificación de las acciones reprochables en la 

sociedad) y Criminología (la razón de la conducta delictuosa), criminalizándose 

conductas poco razonables. 

En ese tenor, Almanza (2019) sostiene que la investigación del delito ha de 

regirse por la dogmática penal, debiendo tener el operador de justicia esencial 

conocimiento en ello y aplicándola en la esfera de un marco estratégico de 

investigación, en dicho sentido, Vílchez (2018) firma que la dogmática penal es la 

evaluación e indagación de la norma en vinculación con los principios que la 

regulan, desprendiéndose en la solución del problema jurídico en respaldo de los 

derechos constitucionales ante el ius puniendi, en esa línea, Günther (1997) 

argumenta que la incriminación se compone mediante un juicio valorativo que 

permita establecer que la acción reputada genere una alteración social notable, 



19 

mientras Reynaldi (2019) postula que la interpretación jurídica del operador de 

justicia debe de partir dentro de la esfera de la acción del injusto, nunca como un 

medio para una nueva composición estructural del tipo penal. 

Así se tiene que, la finalidad del castigo penal – ius puniendi, facultad del 

Estado, encuentra límites a razón de la utilidad de la pena, esto es, emergen 

garantías del Derecho Penal sobre la citada facultad de castigo, ello en 

concordancia con la afirmación de Villavicencio (2017), quien señala que la 

utilización de medios violentos, por lo general daña los cimientos de un Estado de 

Derecho. 

Ante lo cual, dentro de éstas garantías del Derecho Penal se encuentra al 

consagrado dogma de mínima intervención o ultima ratio, que lo sitúa en última 

línea como medio de dirección de la comunidad (control social), debido a que se 

anteponen los otros medios en donde se puede realizar de forma efectiva éste 

control, que además enmarcan una sanción distinta a la pena; es decir, que al 

amparo del citado axioma el Derecho Penal no resulta aplicable siempre y cuando 

existan otras medidas o vías de tratamientos que atiendan la conducta reputada, 

me refiero a las vías de control previo. 

Toda vez que, conforme sostiene Panta (2016) el Derecho Penal no puede 

salvaguardar a todo bien jurídico existente, sino únicamente en los cuales se 

advierte una relevancia, en concordancia, García (2008) sostiene que la 

participación de ésta rama del derecho encuentra cabida cuando únicamente se 

funda una necesidad y cuando los otros controles sociales fracasen; en el marco 

de esta noción, Mir Puig (2016) argumenta que el Derecho Penal encuentra 

legalidad cuando resulta adecuado en la protección social, perdiendo su 

justificación cuando no es capaz de evitar el delito, asimismo, Silva (2010) afirma 

que el Derecho Penal limita su actuación cuando en puridad resulte dispensable 

dentro de la utilidad social. 

Asimismo, acorde a la doctrina, el Principio de Mínima Intervención se 

compone por las características de subsidiariedad y fragmentariedad, catalogando 

Bustos (2004) a la primera característica, como última o extrema ratio, precisando 

Villavicencio (2017) que, ésta particularidad remite al Derecho Penal como un 
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recurso extremo que el Estado debe de accionar frente a las otras vías del derecho 

que conforman el control social, además, respecto a la segunda característica 

López (2010) argumenta que, el legislador no debe de recriminar todas la conductas 

sino que debe de considerar a aquellas que revistan de gravedad, de la misma 

forma, para Roxin (1998) configura un lineamiento político criminal que limita el 

accionar del legislador en la determinación de la criminalización de las acciones 

reprochadas en la convivencia. 

Así también, en la jurisprudencia del sistema de justicia penal mediante la 

Corte Suprema de Justicia de la República a través de los Recursos de Nulidad N° 

1883-2012 del 05/03/2013, N° 238-2009 de fecha 19/03/2010, N° 3763-2011 de 

fecha 29/01/2013, N° 311-2012 de fecha 27/02/2013, N° 3004-2012/ de fecha 

13/02/2014, y N° 2411-2017 de fecha 28/06/2018, se encuentra la aplicación del 

axioma del derecho penal que lo delimita como el ultimo estado de control, bajo la 

interpretación de la Dogmática Penal, se llegó a establecer que las conductas 

analizadas y evaluadas no merecen una criminalización, ya sea por no 

corresponderle la necesidad de una pena y/o por existir una vía extrapenal que 

deba de atender con mayor eficacia la conducta. 

Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia de la República en el delito 

materia de estudio, al interpretar sus directrices configurativas ha omitido efectuar 

una evaluación bajo la dogmática respecto a la aplicación de la acción mínima de 

la materia penal, debido a que, conforme se ha advertido precedentemente, en 

materia administrativa se cuenta con un control sobre la veracidad de las 

expresiones que esgrimen el administrad en los procedimientos administrativos, es 

decir, se cuenta con un control de veracidad previo a la vía penal; toda vez que, 

acorde a las Casaciones N° 674-2018 del 28/10/2019 y N° 1126-2018 del 

02/09/2020, así como, a los Recurso de Nulidad N° 862-2011 del 03/09/2011 y N° 

77-2013 del 28/09/2013, y la Casación N° 823-2017 del 27/09/2017, al evaluar tanto

el elemento configurativo de “un procedimiento administrativo” y “que le 

corresponde probar”, de forma respectiva, se han limitado a efectuar una 

interpretación sobre la naturaleza de los procedimientos y así definir en cuáles de 

ellos se configuraría la acción típica, debido a que, en los primeros 

pronunciamientos mencionados al analizar el elemento de “un procedimiento 
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administrativo”, se determinó que no debe de efectuarse distinción en los 

procedimientos, dado que la propia ley no los distingue, empero, los segundos 

pronunciamientos, que analizan el segundo elemento, se estableció que solo en los 

procedimiento de carácter controvertido al administrado le corresponde probar las 

declaraciones que expone.  

Así, de estas dos posturas, se desprende la disyuntiva en la determinación 

de la naturaleza del procedimiento en el cual se configura la conducta delictiva, toda 

vez que, ningún pronunciamiento tiene la calidad de doctrina jurisprudencial 

vinculante, y determine una postura al evaluar las categorías configurativas del 

delito analizado. 

III. Metodología  

3.1. Tipo y diseño de investigación 

Éste trabajo de investigación científico fue de tipo básico, cualitativo, no 

experimental, es así que, Carrasco (2015) indica que por la simplicidad su propósito 

consiste introducirse en los conocimientos científicos precedentes en el entorno, 

advirtiendo el fenómeno, mientras Zorrilla (2017) precisa que, el fin del estudio 

busca abunda la investigación teórica del problema, brindando apoyo a las 

soluciones con las que ya se cuenta, esto es, no se tiene una solución directa, 

asimismo, Martínez (1993), lo denomina como la producción del experimento o de 

la teoría que básicamente busca el nacimiento de conocimientos a raíz de las 

manifestaciones y acciones vistas y percibidas, sin una orientación determinada, 

además, Ñaupas, Mehía, Novoa y Villagómez (2013) afirman que, el tratamiento 

científico no se parametra a una estructura de normas reguladoras que 

proporcionan información respecto al sistema delimitado en la investigación, por el 

contrario, se compone por los dogmas de la filosofía y reglamentos universales de 

la ciencia, técnica e instrumento. 

El tipo de investigación es cualitativo, en palabras de Hernández & Mendoza 

(2018) precisan que, lo central del referido enfoque cualitativo es el entendimiento 

del fenómeno desde la averiguación del entorno delimitado a los participantes en 

vinculación a su ambiente. La fase de investigación fue explicativa, conforme indica 

Sánchez (2019), el medio evalúa las características de un objeto, contrario a la 
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consideración de los componentes estadísticos, a través de la indagación inductiva, 

por ello, habilita la subjetividad; en el mismo sentido, precisa Arbaiza (2013) que, 

ésta investigación resulta particular al componerse de características concluyentes 

y unitarias de una esfera determinada, preciándose la forma de su exteriorización. 

Así las cosas, la presente indagación se configuró en la descripción sobre la 

advertencia de la falta de aplicación del axioma de Mínima Intervención Penal 

durante la investigación preliminar del tipo penal de Falsa Declaración en 

Procedimiento Administrativo, recabando posturas y criterios de diversos 

operadores de justicias respecto a las estructuras categóricas que la componen. 

Aunado a ello, el diseño de esta indagación científica fue de naturaleza 

hermenéutica fenomenológica, definiendo Carrasco (2015) al diseño como el 

procedimiento delimitado que facilita la visión de la cuestión y comprueba la teoría 

de la investigación, asimismo, Nava (2007) citado por Rueda, Ríos y Nieves (2008), 

indica que la hermenéutica es catalogada como la directriz de los procesos 

cualitativos al caracterizarse por la compresión a través de la interpretación que 

exponen la raíz del proceder humano. 

En dicho sentido, el presente estudio tuvo un adecuado grado de 

interpretación de las instituciones jurídicas del derecho penal en conjugación con 

los postulados recogidos, correspondiendo a una fuente de indagación, 

estructurada e interpretativa y no experimental, respecto a la leyes, jurisprudencia, 

doctrina y principios jurídicos vinculados al propósito de la investigación 

3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 

Para la presente investigación tuvo como primera categoría al principio de mínima 

intervención, cuyas subcategorías fueron: Fragmentariedad, Subsidiaridad, 

Proporcionalidad, asimismo, la segunda categoría fue Investigación preliminar, de 

las cuales tuvieron como subcategorías: diligencias urgentes e inapelables, 

diligencias sin sospechas o con sospechas, y diligencias simples o complejas, 

finalmente como tercera categoría se planteó al delito de falsa declaración en 

procedimiento administrativo, con las subcategorías: procedimientos 
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administrativos, control posterior de veracidad y corresponde probar la veracidad 

declarada.  

3.3. Escenario de Estudio 

Resulta el marco sobre el cual se desarrolló el estudio del presente trabajo 

correspondiendo al Distrito Fiscal de Lima, escenario en el cual los entrevistados 

expusieron sus conocimientos a través de las posturas y opiniones, bajo su 

experiencia como operadores de justicia, que en conjugación con los medios 

documentales y científicos permitieron obtener una visión clara respecto al 

problema indagado. 

3.4. Participantes 

Se ha seleccionado a expertos operadores de justicia, así como, abogados 

litigantes, del Distrito Fiscal de Lima, los cuales, a través su amplio conocimiento, 

que les brinda un adecuado profesionalismo, y al ejercer un tratamiento directo con 

el tema, proporcionaron información pertinente sobre la materia de investigación 

mediante sus postulados; es así que, se ha seleccionado como entrevistados a 02 

Jueces, 03 Fiscales, 03 Abogados Litigantes y 02 Asistente en Función Fiscal. 

Tabla 1  

Característica de los entrevistados. 

N° Participantes Expertos. Descripción del Cargo. 

01 
María Isabel Solís Trinidad 

Jueza del Séptimo Juzgado Penal con Reos 
Libres de Lima. 
 

02 

César Augusto Lozano Vásquez 
Juez Titular del Cuadragésimo Segundo 
Juzgado Penal de Lima 
 

03 
Lester León Quispe Peralta 

Fiscal Adjunto Superior Titular de la Sexta 
Fiscalía Superior Penal de Lima. 
 

04 

Ciro Dagnny Arce Sánchez 
Fiscal Adjunto Provincial Penal del Pool de 
Fiscales de Lima. 
 

05 

Jorge Trujillo Llanos 
Fiscal Adjunto Provincial Penal del Pool de 
Fiscales de Lima. 
 

06 
Yolanda Gema Villena Santos 

Abogada colegiada en el Colegio de Abogados 
de Lima con registro N° 42213 
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Tabla 2  

Matriz de construcción de Categorías y Subcategorías. 

 

07 
Francisco Franco Farje Rodríguez 

Abogado colegiado en el Colegio de Abogados 
de Lima con registro N° 52145 
 

08 
David Sulca Sulca 

Abogado colegiado en el Colegio de Abogados 
de Lima con registro N° 29542 
 

09 

Hugo Limberg Mendoza Garcia 
Asistente en Función Fiscal de la 9° Fiscalía 
Superior Penal de Lima. 

10 

Asunción Yrene García García 

Asistente en Función Fiscal del 10° Despacho 
de la Fiscalía Transitoria Supraprovincial 
Corporativa Especializada en Delitos de 
Corrupción de Funcionarios de Lima. 

CATEGORÍAS SUBCATEGORIA 
FUENTE 

(Informante) 
TÉCNICA INSTRUMENTO 

 
Principio de 

Mínima 
Intervención 

Penal 

- Fragmentariedad 
 

- Subsidiariedad 
 

- Proporcionalidad 
 

Ángel Augusto 
Monroy 

Rodríguez, 
“Principio de 

mínima 
intervención, 
¿retórica o 

realidad?, Núm. 
21 (2013). 

 
Fany Soledad 
Quispe Farfán, 
“Investigación 

preliminar: 
naturaleza y 

duración”, (2011-
2012). 

 
Texto Único 

Ordenado de la 
Ley N° 27444 – 

Ley del 
Procedimiento 
Administrativo 

General, 
aprobado 

mediante Decreto 
Supremo N° 004-

2019-JUS 
publicado el 25 de 

enero de 2019. 

 
Entrevistas 

 
Fuentes 

documentarias 
 

Observación 
 

Análisis de las 
normas 

nacionales 
 
 

Análisis del 
derecho 

comparado 

 
Guía de 

preguntas de 
entrevista 

 
Ficha de 

análisis de 
fuente 

documental 
 

Ficha de 
análisis de las 

normas 
nacionales 

 
Ficha de 

análisis de la 
jurisprudencia 

nacional 

 
Investigación 

Preliminar 

 
- Diligencias 
urgentes e 

inaplazables 
 

- Diligencias sin 
sospechas o con 

sospecha 
 

- Diligencias 
simples o 
complejas 

 
Delito de Falsa 
Declaración en 
Procedimiento 
Administrativo 

 
- Procedimiento 
Administrativo 

 
- Control posterior 

de veracidad 
 

- Corresponde 
Probar la veracidad 

declarada 
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3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Respecto a la técnica empleada para recabar la información de los entrevistados 

en relación al tema materia de investigación, en primer lugar, Sánchez (2018) 

refiere que, la técnica es el conjunto de medios que viabiliza la ejecución del recojo 

de información, con celeridad y potencia, facilitando el manejo, la identificación y 

categorización de las fuentes de indagación; es así que, Del Cid, Méndez y 

Sandoval (2007) precisan que, éste sistema por sus características y naturaleza 

empírica acude a fuentes secundarias. 

En ésta investigación se aplicó la técnica de la entrevista, que según Ñaupas, 

Mehía, Novoa y Villagómez (2013) corresponde a un coloquio formal entre el 

investigador y el que proporciona la información, consistente en un cuestionario 

verbal, con el objeto de contrastar la teoría del estudio. El propósito de la 

información es el cotejo con la experiencia y lo desarrollado en el marco teórico. 

Sobre el instrumento empleado, se utilizó la guía de entrevista conformado 

por 10 preguntas abiertas correspondientes a las categorías y subcategorías que 

compusieron el tema materia de investigación, las cuales fueron contestadas y 

explicadas bajo la experiencia jurídica de los entrevistados; así también, se aplicó 

la guía de evaluación documental que facilitó el cotejo con las fuentes emergentes 

de los libros, artículos, normas, jurisprudencia y doctrina desarrolladas en el cuerpo 

teórico que enriquecen la presente indagación científica. 

Asimismo, el mapeamiento permitió concentrarse en el escenario de estudio 

predeterminado, así, el estudio se llevó a cabo en el Distrito Fiscal de Lima, 

teniendo como entrevistados directos a los operadores de justicia de la referida 

jurisdicción, siendo éstos los siguientes: 
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Figura 1.  Mapeamiento. 

 

 

3.6. Procedimiento 

En una adecuada labor de campo, primigeniamente se realizó coordinaciones vía 

telefónica con los entrevistados, poniendo en conocimiento la naturaleza de la 

recolección de la información y el propósito de la misma, concerniente a la 

aplicación del Principio de Mínima Intervención en la investigación preliminar del 

delito de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo, posteriormente, tras 

haberse determinado una fecha se efectuó la visita física a las oficinas y/o áreas de 

trabajo concretándose la entrevista, brindando la información bajo sus experiencias 

en la esfera del derecho penal; es así que, en la presente indagación se alineó la 

siguiente tramitación: 

Distrito Fiscal de 
Lima

Jueces

Fiscales

Abogados 
Litigantes

Asistentes en 
Función Fiscal

Norma nacional, 
tesis nacionales e 
internacionales, 

artículos científicos, 
doctrina y 

jurisprudencia.
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Figura 2. 

Trayectoria metodológica de la investigación. 

3.7. Rigor científico 

De acuerdo como lo señala Hernández et al (2014) el rigor científico es aquella 

relación de las interpretaciones, con ello se verifica la similitud entre credibilidad y 

aplicabilidad, esto es, permite que los resultados del estudio sean idóneos y 

verídicos, en consecuencia, el instrumentos de recolección de datos aplicado a la 

presente tesis se caracterizó por tener coherencia y relación con los problemas de 

estudio, lo cual permitió a los entrevistados tener confiabilidad de las preguntas 

propuestas. Asimismo, el desarrollo de la investigación fue estructurada conforme 

a las normas APA, en cuanto a las citas de autores, así como las entrevistas fueron 

dirigidas a personas especializadas en materia penal.  

3.8 Métodos de análisis de datos 

En el presente estudio cualitativo, donde la característica medular resulta la 

recolección de información de una población determinada de entrevistados 
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discusión de los 

resultados

Conclusiones Recomendaciones Propuesta
Informe final 

de 
investigación 
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conocedores en la especialidad del derecho penal, sobre la evaluación y análisis 

de la información recabada se ha utilizado los siguientes métodos:  

Analítico: Primordial en la media que posibilita una mejor evaluación al 

descomponer el tema de indagación científica en categorías, y a su vez, a éstas 

dividirlas en sub categorías, facilitando con mayor precisión un estudio detallado en 

conjugación al resultado que se busca. 

Dogmático: A través del cual se posibilita el examen de los principios jurídicos que 

cimientan el derecho penal acorde a las categorías y sus divisiones que componen 

el tema investigado, permitiendo sostener las conclusiones y recomendaciones. 

Descriptivo: El mismo que viabiliza el desarrollo de las posturas de los 

entrevistados y de los jurisconsultos citados y mencionados en el marco teórico, 

permitiendo la explicación de la tesis adoptada sobre nuestro objetivo. 

Comparativo: Resulta el contraste de la información brindado por los expertos 

entrevistados, y el cotejo de la información documental que alinean la presente 

indagación científica. 

Inductivo: Mediante el cual, a partir de la individualización de la casuística se 

concluye en términos generales sobre el tema ha investigado, esto es, se inicia a 

partir de la especia al género. 

Deductivo: A raíz de la inferencia lógica se establece un resultado que permita 

sostener una razonabilidad adecuada, desprendiéndose de lo general a lo 

específico, al emerger el resultado de la propia hipótesis. 

3.9. Aspectos éticos 

La presente labor de estudio obedece a toda formalidad y rigor científico que obliga 

la sociedad académica científica, las fuentes bibliográficas, artículos científicos, 

tesis nacionales e internacionales, tienen la debida citación conforme a las normas 

internacionales sobre las referencias bibliográficas, que emplean las normas APA, 
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la recolección de información en el campo es auténtica y fiable por el empleo de las 

técnicas e instrumentos de recolección, por ello, se cumple a cabalidad con los 

criterios de credibilidad, transferibilidad y confortabilidad. 

 

IV. Resultados y discusión  

Resultados del análisis de los trabajos previos, esta investigación se ha basado en 

antecedentes nacionales e internacionales, que permiten argumentar la cuestión 

planteada sobre el Distrito Fiscal de Lima y así plantear una respuesta eficaz, con 

el propósito de servir de referencia en la administración de justicia penal; por lo que, 

dentro de estos antecedentes con mayor colaboración y relevancia tenemos a: 

Bautista (2019), quien advirtió que el Principio de Mínima Intervención del 

Derecho Penal no ha encontrado una adecuada utilidad por su falta de aplicación, 

dado que, solo se analizaría en la teoría a manera de estudio, de la misma forma, 

Serrano (2015) observó que su propia falta de aplicación lo elimina del sistema, 

resultando ineficaz lo prescrito en la doctrina, asimismo, Vargas (2019) ha afirmado 

que el Fiscal al calificar los hechos criminosos es el llamado por ley a invocar y 

postular la aplicación del Principio de Mínima Intervención, así también, Santillán 

(2015) indicó que, el Ministerio Público en la investigación preliminar es el facultad 

de utilizar los principios reguladores del derecho penal, mientras que Galarza 

(2017), sostuvo que las vías alternas al derecho penal prevalecen en los delitos 

menores, y Ospina (2015) precisó que, en la práctica no se ha priorizado la 

aplicación del derecho penal, apartándose los operadores de justicia del carácter 

de ultima razón. 

Asimismo, Fernández (2019) postuló la antepuesta de las sanciones 

administrativas sobre la sanción penal, bajo la capacidad de restauración y sanción 

idónea, de igual forma, Hert y Boulet (2016) advirtieron que, en la disconformidad 

en la elección del derecho administrativo y el penal, la aplicación del administrativo 

prevalece, en mérito a la naturaleza de ultima razón del derecho penal, mientras 

que, Demuro (2015) precisó la afectación al espíritu del axioma tratado cuando se 

produce una criminalización sin control, por la falta de exposición de motivos, 

aunado a ello, respecto al tipo penal de Falsa Declaración en Procedimiento 

Administrativo, Kremenchuk (2016) señaló que, el mismo no ha tenido mayor 



30 
 

investigación por los estudiosos del derecho, haciendo hincapié que los dadores de 

las normas recriminen las conductas al amparo de los principios y con ello 

contribuyan a una adecuada utilidad de la ley. 

Resultados del análisis de la doctrina, en este punto se encontró postulados que se 

unifican respecto a la utilidad del Principio de Mínima Intervención ante la existencia 

de un control previo en la vía extrapenal, mientras que se distinguen la 

configuración del delito de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo. 

Así, Panta (2016) sostuvo que, la vía penal protege el bien jurídico con mayor 

relevancia para la sociedad, y García (2008) afirmó que, el derecho penal encuentra 

utilidad cuando sea necesario por la falta de eficacia de los otros controles sociales, 

mientras que Mir Puig (2016) señaló que, el derecho penal no encuentra su 

justificación ante la incapacidad de evitar la comisión de acciones delictuosas, 

también, Bustos (2004) precisó que, el dogma de mínima intervención penal se 

compone como extrema razón ante los demás controles de la sociedad, y 

Villavicencio (2017) afirmó que, por los alcances de dicho principio la vía penal 

actúa en último extremo frente a los demás controles sociales, de la misma forma, 

Roxin (1998) indicó que, éste dogma es un límite sobre la criminalización que 

efectúan los legisladores. 

Respecto al tipo penal materia de estudio, Hugo (2004) consideró que, la 

acción recriminada es la falsedad vertida en el escrito presentado bajo juramento, 

y Rojas (2012) precisó que, nuestro ordenamiento jurídico de manera unitario ha 

recriminado dicha conducta, así como, Orihuela (2020) señaló que, éste tipo penal 

no cuenta con estudios que permitan tener conocimientos abundantes sobre sus 

estructuración; asimismo, Peña (2012) indicó que, la conducta por la declaración 

contraria a la veracidad se sostiene sobre la presunción de ésta, mientras que 

Pariona (2014) precisó que, no debe de haber dudas respecto a la falsedad 

recriminada, debiendo ser precisa y trasparente, es así que, Valle (2019) afirmó 

que, la falsedad expresada debe influir en la decisión estatal para que se encuentre 

dotada con una lesividad idónea, por otro lado, Moreno (2018) postuló que el 

procedimiento donde se configura el accionar debe de ser de naturaleza 

contenciosa, al corresponder la carga de la prueba al administrado. 
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Resultados del análisis de la jurisprudencia, respecto al extremo de la 

jurisprudencia, se tienen los postulados por la Corte Suprema de Justicia de la 

República, tanto por el Principio de Mínima Intervención Penal, como por el delito 

materia de análisis, correspondiendo a los siguientes pronunciamientos: 

 

En los Recursos de Nulidad N° 1883-2012, N° 238-2009, N° 3763-2011, N° 

311-2012, N° 3004-2012, y N° 2411-2017, la entidad suprema a efectuado la 

aplicación del Principio de Mínima Intervención, a razón de considerar al derecho 

penal como el ultimo medio de control social ante la existencia de vías alternas con 

menos dañosidad, habiendo observado en cada caso concreto que las conductas 

reputadas no merecen una recriminalización, al advertir la falta de necesidad de la 

pena o por la existencia de otra rama del derecho que debe atener la acción 

reprochada al resultar con mayor eficacia ante la prevención de la conducta. 

Por otro lado, en los Recurso de Nulidad N° 862-2011 y N° 77-2013, y la 

Casación N° 823-2017, éste administrador de justicia respecto al delito de Falsa 

Declaración en Procedimiento Administrativo determinó que la naturaleza del 

procedimiento debía de ser litigioso, es decir, que la acción sólo se podría 

configurar en los procedimientos contenciosos, en mérito al elemento configurativo 

que exige la carga de la prueba al administrado, al haber prescrito que le 

corresponde probar la circunstancias o hechos de la declaración realizada. 

Sim embargo, en las Casaciones N° 674-2018 y N° 1126-2018, el supremo 

operador de justicia ha optado por una postura contraria a la anteriormente 

expuesta, toda vez que, el delito del artículo 411 del C.P. es un tipo penal en blanco, 

por ello, se debe de recurrir a la ley especial en la materia que lo complementa, 

empero, la propia tipicidad del delito no hace diferencia entre los procedimientos 

administrativos, por lo cual, determina que no se debe hacer diferencias donde la 

ley no la establece, determinando que la conducta reprochada se configura en 

cualquier procedimiento administrativo. De lo cual, en la jurisprudencia se evidenció 

una doble postura que atenta contra la seguridad jurídica, debiendo de ser resuelta 

mediante el correspondiente acuerdo plenario. 
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Presentación de las entrevistas. 

Tabla 3  

Presentación de los 10 entrevistados 

Participantes Expertos 

María Isabel Solís Trinidad, Jueza del Séptimo Juzgado Penal con Reos Libre de Lima. 

 

César Augusto LOZANO VÁSQUEZ, Juez Titular del Cuadragésimo Segundo Juzgado 

Penal de Lima. 

 

Lester León QUISPE PERALTA, Fiscal Adjunto Superior Titular de la Sexta Fiscalía 

Superior Penal de Lima. 

 

Ciro Dagnny Arce Sánchez, Fiscal Adjunto Provincial Penal del Pool de Fiscales de Lima. 

 

Jorge Trujillo Llanos, Fiscal Adjunto Provincial Penal del Pool de Fiscales de Lima. 

 

Yolanda Gema Villena Santos, Abogada colegiada en el Colegio de Abogados de Lima 

con registro N° 42213. 

 

Francisco Franco Farje Rodríguez, Abogado colegiado en el Colegio de Abogados de Lima 

con registro N° 52145. 

 

David Sulca Sulca, Abogado colegiado en el Colegio de Abogados de Lima con registro 

N° 29542. 

 

Hugo Limberg Mendoza Garcia, Asistente en Función Fiscal de la 9° Fiscalía Superior 

Penal de Lima. 

 

Asunción Yrene García García, Asistente en Función Fiscal del Décimo Despacho de la 

Fiscalía Transitoria Supraprovincial Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción 

de Funcionarios de Lima. 
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Resultados de las entrevistas, en calidad de técnica empleada se efectuó la 

entrevista, como medio instrumental para recabar los aportes informativos de los 

10 participantes expertos en materia del derecho penal y procesal penal, 

conformados por jueces, fiscales y asistentes en función fiscal, así como, por 

abogados litigantes, los cuales en base a sus conocimientos y las experiencias 

propias de sus labores han contribuido mediante sus respuestas; los resultados se 

han dado de conformidad al cuestionario realizado en base a las categorías y sub 

categorías, acorde al objetivo general recaído sobra la descripción de la 

determinación de la aplicación del Principio de Mínima Intervención bajo la 

dogmática penal sobre el delito de Falsa Declaración en Procedimiento 

Administrativo en el Distrito Fiscal de Lima. 

 

Hernández et. al. (2014), afirma que el debate de los resultados se direcciona 

a la valoración de la información relevante dotándola de un sentido acorde al 

objetivo materia de investigación, a través de la conjugación de los trabajos de 

investigación previos, la doctrina, la jurisprudencia y la información recabada 

mediante la técnica de las entrevistas efectuada sobre jueces, fiscales, abogados 

litigantes y asistentes en función fiscal. 

 

En dicho sentido, acorde a la secuela de la presente investigación realizada 

en el Distrito Fiscal de Lima desarrollada con el objeto general de describir la 

aplicación del Principio de Mínima Intervención bajo la dogmática penal sobre el 

delito de Falsa Declaración de Procedimiento Administrativo, del debate de la 

información de los expertos al compararse con las fuentes académicas constitutivas 

por los antecedentes y el marco de la teoría, permiten efectuar la interpretación del 

problema planteado. 

Así, del resultado de las entrevistas se establece que la mayoría de expertos 

han sostenido que la acción descrita para el delito materia de estudio no debe de 

ser atendida en la vía penal, al corresponder a una infracción administrativa o al no 

contener relevancia penal, sobre lo cual indican su descriminalización, así también, 

un porcentaje notorio del 40% señaló que la penalización de la conducta 

reprochada de la presente investigación no disuade la comisión del delito, 
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apreciación se emana de la interpretación efectuada sobre las características que 

componen el axioma de mínima intervención penal. 

Postulados que coinciden con los Recursos de Nulidad N° 1883-2012, N° 

238-2009, N° 3763-2011, N° 311-2012, N° 3004-2012, y N° 2411-2017, mediante 

los cuales la Corte Suprema de Justicia de la República categóricamente precisó 

que el derecho penal es de última razón en mérito a vías previas que tienen menor 

castigo, llegando a concluir bajo las consideraciones de ésta directriz, que según el 

caso concreto no merecen una criminalización. 

Asimismo, lo vertido comulga con las afirmaciones de Mir Puig (2016) 

respecto a que el derecho penal no encuentra su justificación cuando no evita las 

futuras comisiones de los actuados delictivos, y con lo sostenido por García (2008), 

cuando precisa que ésta rama del derecho encuentra su utilidad por la ineficacia de 

los controles de las vías extrapenales, además, Bustos (2004) y Villavicencio 

(2017), reafirman que bajo la noción de la mínima intervención el derecho penal 

resulta la última razón ante los otros controles sociales revestidos de menos 

dañosidad. 

También, en las investigaciones científicas previas, Ospina (2015), Serrano 

(2015) y Ticona (2019) precisaron que, el referido principio no tiene una debida 

utilidad, advirtiendo que solo ha merecido valoración académica, al evidenciarse su 

inaplicación en el sistema de justicia, lo cual se puede observar en su poca práctica; 

mientras que Santillán (2015) y Vargas (2019) indicaron que, el Fiscal al ostentar el 

señorío en la investigación preliminar es el encargado de aplicar el axioma que lo 

delimita, como es el caso del Principio de Mínima Intervención. 

Aunado a ello, Demuro (2015) observó que la criminalización inadecuada 

afecta el axioma que pone en última razón al derecho penal, y conforme a Hert y 

Boulet (2016), Galarza (2017) y Fernández (2019), al amparo de ésta característica, 

subsidiariedad, del referido principio, la vía administrativa se prioriza ante el 

derecho penal. Fernández (2019) postuló la antepuesta de las sanciones 

administrativas sobre la sanción penal, bajo la capacidad de restauración y sanción 

idónea, de igual forma, Hert y Boulet (2016) advirtieron que, en la disconformidad 

en la elección del derecho administrativo y el penal, la aplicación del administrativo 
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prevalece, en mérito a la naturaleza de ultima razón del derecho penal, 

De lo expuesto, se determina la aplicación del principio de mínima 

intervención penal en la fase de la investigación preliminar sobre el delito materia 

de estudio, y a fin de poder contribuir con el sistema de justicia respecto al análisis 

del tipo contenido en el artículo 411 de la norma adjetiva penal, que se 

complementa por la Ley N° 27444 – LPAG, la cual se compone por dos 

procedimientos generales (aprobación automática y evaluación previa) y cuatro 

especiales (trilateral, fiscalización, sancionador y disciplinario), resulta adecuado 

proponer la descriminalización de la conducta reprochada en dicha nomenclatura, 

en mérito de un contexto adecuado de la política criminal. 

Ahora bien, en cuanto al primer objeto específico conformado por describir 

de donde proviene la noticia criminal del delito de Falsa Declaración en 

Procedimiento Administrativo atendiendo el control de veracidad realizado en la vía 

administrativa. En este punto, la totalidad de los expertos han sostenido que la 

noticia criminal no corresponde a un acto flagrante, debido a que, la misma proviene 

del control de veracidad realizado en la vía administrativa, tras la corroboración de 

la expresión declarada por el administrado, lo cual, permite tener en la vía 

administrativa una sospecha y con ello poder iniciar la diligencias urgentes e 

inaplazables de naturaleza simple, al ser considerado como un delito menor. 

Esto concuerda con el Principio de Control Posterior del inciso 16 del 

numeral 1 del articulado IV del Título Preliminar de la norma especial en la materia 

del procedimiento administrativo, así como, con la norma 32 del mismo cuerpo 

legal, que establece la fiscalización de autenticidad para los procedimientos 

generales, mientras que la verificación de veracidad para los procedimientos 

especiales se contienen en las cláusulas del numeral 1 de artículo 162, inciso 1 del 

numeral 2 del artículo 228, los numerales 2 y 4 del artículo 235 del citado 

ordenamiento jurídico, respectivamente. 

Así también, Pariona (2014) y valle (2019) señalaron que la falsedad 

advertida por el control de veracidad efectuado en la vía administrativa, sostiene la 

noticia criminal puesta en conocimiento como acción delictuosa, pero ésta falsedad 

debe de ser explicita y determinante en la decisión estatal, conteniendo una 
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relevancia adecuada, por ello, es evidente que los hechos delictuosos emergen de 

la acción de control de veracidad realizado en la vía administrativa, por lo cual, se 

establece la existencia de un control previo a la vía penal sobre la corroboración de 

la declaración expresada por el administrado, emergiendo así la noticia criminal 

acogida en la vía penal, siendo ello así, éste control contribuye en la aplicación del 

principio de mínima intervención en mérito a la existencia de un control social 

menos dañoso y con mayor eficacia. 

Además, respecto al segundo objetivo específico, recaído en describir la 

emisión del acuerdo plenario que permita el consenso de la yuxtaposición existente 

en la Corte Suprema de Justicia de la República respecto a la naturaleza del 

procedimiento en el cual se configura el delito de Falsa Declaración en 

Procedimiento Administrativo. 

De los resultados de las entrevistas, podemos afirmar que la mayoría de los 

expertos argumentan que el procedimiento donde se configura el delito de falsa 

declaración en procedimiento administrativo tiene que ser de carácter litigioso, 

controvertido o contencioso, precisándose que el control de veracidad de la vía 

administrativa es más eficaz que el derecho penal en el adecuado funcionamiento 

de la administración pública, correspondiéndole la carga de la prueba de manera 

obligatoria al administrado, mientras de ésta carga probatoria para la entidad 

administrativa resulta facultativa. 

En dicho tenor, Hugo (2004) y Peña (2012) concuerda en sostener que, la 

acción reprochada para dicho tipo penal consiste en la expresión contraria a la 

verdad plasmada bajo juramento, respecto a la cual se presume su veracidad, 

mientras que Rojas (2012), Kremenchuk (2016) y Orihuela (2020), 

respectivamente, han observado que el delito materia de investigación en forma 

solitaria en nuestro ordenamiento jurídico ha sido criminalizado, no habiendo tenido 

un estudio adecuado que permita entender su composición, por su parte, Moreno 

(2018) coincide con la mayoría de los entrevistados en afirmar que la naturaleza 

del procedimiento tiene que ser litigioso, a fin de poder configurarse el elemento 

que requiere al administrado la probanza de su declaración presentada bajo los 

alcances de la presunción de veracidad. 
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En igual sentido, también se tienen los Recurso de Nulidad N° 862-2011 y 

N° 77-2013, y la Casación N° 823-2017, mediante los cuales la Corte Suprema de 

Justicia de la República al valorar el elemento configurativo del delito materia de 

estudio, donde la carga de la prueba sobre la veracidad de la declaración expresada 

le correspondería al administrado, estableció que ello se efectúa en los 

procedimientos de naturaleza controvertida, esto es, el procedimiento con un litigio 

que la administración pública deba resolver. 

Sin embargo, ésta misma entidad suprema del poder judicial, mediante las 

Casaciones N° 674-2018 y N° 1126-2018, es decir, en una postura actual, ha 

establecido que si la propia norma no ha efectuado distinción sobre los 

procedimientos en los cuales se configura el delito materia de comentario, no se 

tiene que distinguir entre ellos, llegando a establecer que la configuración se realiza 

en cualquier procedimiento administrativo habilitado por la Ley N° 27444 – LPAG. 

Finalmente, se tiene que dentro de la jurisprudencia se ha generado una 

disyuntiva que resultaría atentatorio contra la seguridad jurídica, empero, conforme 

a la investigación efectuado se advierte la existencia de dos momentos dentro del 

procedimiento administrativo, el primero, donde el administrado actúa ante su 

pretensión con el propio acto, es decir, para sostener su pretensión debe de 

fundamentarlo, en esta etapa, la carga de la prueba recae sobre el accionante, 

mientras que en una segunda etapa, ya sea cuando la entidad corrobora la 

información proporcionada por el administrado o cuanto efectúa el control posterior 

de veracidad, aquí la carga de la prueba la actúa la entidad administrativa; siendo 

ello así, ésta distinción resulta relevante para la expedición de un acuerdo plenario, 

con el propósito de desvanecer la contraposición de nuestra jurisprudencia. 
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V. Conclusiones 

Primera 

Los operadores de justicia dentro del Distrito Fiscal de Lima, al efectuar el 

análisis en la fase preliminar de la investigación sobre el tipo penal de Falsa 

Declaración en Procedimiento Administrativo, previsto y sancionado en el 

artículo 411 del Código Penal, complementado por la Ley N° 27444 – Ley de 

Procedimientos Administrativo General; deben de aplicar el principio rector del 

derecho penal de Mínima Intervención, el cual bajo sus características de 

fragmentariedad, subsidiariedad y proporcionalidad, permiten concluir su utilidad 

ante el citado delito; toda vez que, acorde a la investigación efectuada se ha 

podido observar que éstos operadores han omitido la evaluación sobre la 

aplicación del referido axioma. 

 

Segunda 

Para iniciar una investigación a nivel preliminar respecto al delito de Falsa 

Declaración en Procedimiento Administrativo se requiere de una noticia criminal 

cimentada sobre una sospecha que proviene del control de veracidad efectuado 

en la vía administrativa, tras haberse corroborado la falsedad de la declaración 

expresada por el administrado, así las cosas, se tiene un control previo a la vía 

penal, y conforme se ha desprendido del estudio realizado, el control de la vía 

administrativa resulta con mayor eficacia en la prevención del accionar, además, 

se establece que la investigación preliminar respecto a dicho tipo penal es de 

naturaleza simple. 

 

Tercera 

Se encuentra en la jurisprudencia una yuxtaposición respecto a sí el 

procedimiento debe de ser litigioso, o no, para configurar el tipo penal de Falsa 

Declaración en Procedimiento Administrativo, ateniendo el momento de la 

actividad probatoria del administrado y de la entidad pública, de lo cual, se 

advierte una afectación a la seguridad jurídica. 
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VI. Recomendaciones

Con el propósito de contribuir con la administración de justicia penal, dotando de 

información referente a los administradores de justicia, y considerando las 

conclusiones arribadas por la presente investigación científica, se desprenden 

las siguientes recomendaciones: 

Primera 

Se aconseja que los legisladores del Congreso de la República, mediante una 

propuesta legislativa bajo la simetría de la dogmática penal en una evaluación 

del Principio de Mínima Intervención del Derecho Penal respecto al tipo penal 

contenido en el artículo 411 del Código Penal, efectúen la descriminalización del 

citado delito, al resultar viable su derogación por la existencia de un control previo 

de veracidad en la vía administrativa que contiene mayor eficacia en la 

prevención del accionar que compone éste tipo penal, máxime si en 

Latinoamérica nuestro sistema en forma solitaria ha recriminado desde 1991 

dicha acción efectuado por el administrado. 

Segunda 

Se sugiere a la Administración Pública, tras el control de veracidad y la 

corroboración de la falsedad expresada por el administrado, el resarcimiento 

pecuniario por los daños causados lo pretenda en las vías extrapenales 

(contencioso administrativo o civil), toda vez que, éstas vías resultan las más 

idóneas, céleres y objetivas para determinar el monto económico reparador, que 

la vía penal. 

Tercera 

Se recomienda que la Corte Suprema de Justicia de la República, respecto al 

delito de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo emita el acuerdo 

plenario que determina la naturaleza del o los procedimientos en los cuales se 

configura la acción reprochada, al evaluar el momento de la actividad probatoria 

del administrado y de la entidad pública, sobre la veracidad expresada por el 

primero de ellos. 
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ANEXOS 

Anexo 1: Matriz de Categorización de Datos 

TÍTULO: PRINCIPIO DE MÍNIMA INTERVENCIÓN EN INVESTIGACIÓN PRELIMINAR EN EL DELITO DE FALSA 
DECLARACIÓN EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISTRITO FISCAL LIMA 2020. 

PLANTEAMIENTO DEL 
PROBLEMA 

PROBLEMA DE 
INVESTIGACIÓN 

OBJETIVOS DE 
INVESTIGACIÓN 

CATEGORÍAS SUBCATEGORÍAS 
FUENTE TÉCNICAS INSTRUMENTO 

 En un estado social democrático de 
derecho en donde el Derecho Penal 
rige como último control de medio 
social por la gravedad que reputa, el 
Principio de Mínima Intervención 
encuentra su esencia ante la 
existencia de controles previos al 
derecho penal, que resultan ser más 
eficaces ante la prevención de la 
comisión de delitos; es así que, en el 
Distrito Fiscal de Lima se observó 
que los operadores de justicia 
respecto al delito de Falsa 
Declaración en Procedimiento 
Administrativo sobre la interpretación 
dogmática penal de sus elementos 
configurativos ha omitido analizar y 
valorar el control de veracidad que se 
efectúa en la vía administrativa, 
asimismo, en nuestra jurisprudencia 
al interpretar los elementos 
configurativos de dicho tipo penal ha 
entrado en una yuxtaposición cuando 
una postura ha determinado que solo 
se debe de atender aquellos casos 
litigiosos, mientras que la otra 
postura establece que se deben de 
atender todos los procedimientos 
administrativo sin distinción alguna. 

PROBLEMA GENERAL 
¿El operador de justicia aplica el 
Principio de Mínima Intervención 
en la Investigación Preliminar 
sobre el Delito de Falsa 
Declaración en Procedimiento 
Administrativo en el Distrito Fiscal 
de Lima? 

OBJETIVO GENERAL 
Describir la determinación de 
la aplicación del Principio de 
Mínima Intervención bajo la 
dogmática penal sobre el delito 
de Falsa Declaración en 
Procedimiento Administrativo, 
estableciendo la atipicidad de 
la conducta reputada en el 
Código Penal de 1991. 

Principio de 

Mínima 

Intervención 

Fragmentariedad 

Ángel Augusto 
Monroy 

Rodríguez, 
“Principio de 

mínima 
intervención, 
¿retórica o 

realidad?, Núm. 
21 (2013). 

Fany Soledad 
Quispe Farfán, 
“Investigación 

preliminar: 
naturaleza y 
duración”, 

(2011-2012). 

Texto Único 
Ordenado de la 
Ley N° 27444 – 

Ley del 
Procedimiento 
Administrativo 

General, 
aprobado 
mediante 
Decreto 

Supremo N° 
004-2019-JUS
publicado el 25

de enero de 
2019. 

Entrevistas 

Fuentes 
documentarias 

Observación 

Análisis de las 
normas 

Guía de preguntas de 
entrevista 

Ficha de análisis de fuente 
documental 

Ficha de observación 

Ficha de análisis de las 
normas  

Subsidiariedad 

Proporcionalidad 

PROBLEMA ESPECIFICO 01 
¿De dónde proviene la noticia 
criminal del tipo penal de Falsa 
Declaración en Procedimiento 
Administrativo para ser atendida en 
la investigación preliminar? 

 OBJETIVOS ESPECÍFICO 
01 

Describir el control de 
veracidad de la vía 
administrativa del cual 
proviene la noticia criminal que 
es atendida en la investigación 
preliminar del delito contenido 
en el artículo 411 del Código 
Penal. 

Investigación 
Preliminar 

Diligencias urgentes 
e inaplazables 

Diligencias sin 
sospechas o con 
sospechas 

Diligencias simples o 
complejas 

PROBLEMA ESPECÍFICO 02 

¿Debe la Corte Suprema de 
Justicia de la República emitir el 
acuerdo plenario que establezca la 
naturaleza de los procedimientos, 
controvertidos o no, para 
configurarse el delito de Falsa 
Declaración en Procedimiento 
Administrativo? 

OBJETIVO ESPECÍFICO 02 

Describir la emisión del 
acuerdo plenario que permita 
el consenso de la 
yuxtaposición existente en 
nuestra jurisprudencia sobre la 
naturaleza del procedimiento 
en el cual se configura el delito 
de Falsa Declaración en 
Procedimiento Administrativo. 

Delito de Falsa 
Declaración en 
Procedimiento 
Administrativo 

Procedimientos 

Administrativos 

Control posterior de 

veracidad 

Corresponde probar 

la veracidad 

declarada 



Anexo 2: Matriz de Triangulación 
Pregunta E1 E2 E3 E4 E5 E6 E7 E8 E9 E10 Converge

ncia 
Diverge

ncia 
Interpretación 

1.Considera
Ud., ¿En
base a la
fragmentari
edad la
conducta
consistente
en expresar
una falsa
declaración 
en un
procedimie
nto
administrati
vo debe ser
atendida en
la vía
penal? ¿Por
qué?

No, 
siempre 
que la 
conducta 
realizada 
no cause 
un grave 
daño a la 
administra
ción 
pública. 

La 
fragmentarie
dad del 
derecho 
penal, al 
corresponde
rle la utilidad 
y necesidad 
de la 
regulación 
conductual 
de los 
individuos 
de la 
sociedad, y 
la comisión 
del tipo 
penal de 
falsa 
declaración 
en 
procedimient
o 
administrativ
o, donde el 
administrado 
actúa con 
dolo en la 
ejecución de 
una acción 
directa con 
el propósito 
de perjudicar 
la adecuada 
administraci
ón de 
justicia, 
corresponde 
que dicho 
accionar sea 
atendido en 
la vía penal, 
debido a que 
la misma ha 
sido 
criminalizad
o y reputada

El delito de 
falsa 
declaració
n en 
procedimi
ento 
administra
tivo ha 
sido 
criminaliza
do por el 
legislador 
por 
razones 
de política 
criminal, y 
acorde a 
su 
elemento 
subjetivo, 
éste se 
configura 
con 
conocimie
nto y 
voluntad, 
siendo de 
mera 
actividad 
su 
ejecución, 
por lo cual, 
la vía 
penal es la 
idónea 
para 
atender la 
conducta 
delictuosa 
consistent
e en 
expresar 
una 
declaració
n falsa en 
un 
procedimi

No 
resultaría 
coherente 
que sera 
punible la 
conducta 
de una 
falsa 
declaració
n en 
procedimi
ento 
administra
tivo, en 
tanto, 
existe otra 
vía como 
la 
administra
tiva que se 
ocupa, 
además 
que con 
ello se 
entendería 
que la vía 
extrapenal 
ha fallado 
como 
instrument
o para el
restableci
miento del
orden 
jurídico.

La 
fragmentarie
dad 
conceptualm
ente 
hablando, 
implica que 
el derecho 
no sanciona 
toda las 
conductas 
que vulneran 
los bienes 
jurídicos, 
sino solo las 
modalidades 
que resulten 
o generen
mayor o un
potencial
peligro a
dichos
bienes
jurídicos; en
ese sentido,
a mi criterio,
considerand
o que una
declaración
falsa que se
produzca
dentro de un
procedimient
o
administrativ
o, debe ser
sancionado
dentro de
ese mismo
ámbito,
siempre y
cuando
tenga como
interés
facilitar un
aprovechami
ento del

No, 
porque al 
tratarse de 
un 
procedimi
ento 
administra
tivo, en 
esa etapa 
también se 
fija 
sanciones. 

Sí, siempre y 
cuando que 
procedimiento
s iniciados en 
la vía 
extrapenal, 
resulten 
exiguos para 
dilucidar la 
materia, no 
obstante, el 
principio de 
fragmentaried
ad no debe 
reducir su 
postulación a 
que solo sea 
atendible en 
ámbito penal, 
conductas que 
revistan 
gravedad, por 
el contrario, la 
intervención 
del derecho 
penal debe 
abarcar aun 
cuando la 
conducta no 
sea gravosa o 
cuando en vía 
extrapenal 
resulte 
insuficiente la 
resolución del 
caso 
propuesto. 

Debería 
despenaliz
arse dicha 
conducta, 
teniendo 
presente 
que existe 
otros tipos 
penales 
que 
sancionan 
conductas 
ilícitas si 
es que el 
administra
do inserta 
hechos o 
datos 
falsos en 
document
os, así 
tenemos el 
delito de 
falsificació
n de 
document
o en
general,
falsedad
ideológica,
falsedad
genérica e
incluso
fraude
procesal,
ello
basado en
el principio
de
especialid
ad; o de
ser el
caso, al
tratarse de
procedimi
entos
administra

Sí, porque la 
conducta 
dolosa, en el 
delito de 
falsa 
declaración 
en un 
procedimient
o 
administrativ
o, consiste 
en falsear 
una 
declaración 
en relación a 
hechos o 
circunstanci
as, 
violentando 
la 
presunción 
de 
veracidad, 
contenida en 
la Ley. 

Considero 
que sí. 
Justamente 
el legislador 
luego de 
evaluar la 
fragmentarie
dad del 
derecho 
penal y 
evidenciand
o una grave
afectación al
bien jurídico
“normal
funcionamie
nto de la
administraci
ón pública”
creó el delito
de falsa
declaración
en
procedimient
o
administrativ
o
tipificándolo
en el artículo
411° del
Código
Penal.

Cinco de 
los 
entrevista
dos que 
han 
estado 
deacuerdo 
que la 
acción 
reprochad
o por el
delito
materia de
estudio no
debe de
ser
atendido
en la vía
penal.

Hubo 
cinco de 
los 
entrevist
ados 
que 
afirmaro
n que la 
conduct
a del 
delito 
materia 
de 
investiga
ción 
debe de 
ser 
atendido 
en la vía 
penal. 

Los descargos 
de los 
entrevistados no 
han resultado de 
manera 
uniforme, debido 
a que la mitad de 
los expertos han 
considerado que 
la conducta del 
delito materia de 
estudio debe de 
ser atendido en 
la vía penal, sin 
embargo, la otra 
mitad sostiene 
que la conducta 
reputada no 
debe de ser 
atendida por el 
derecho penal, 
postulando la 
descriminalizaci
ón o la sanción 
administrativa, 
respectivamente
. 



 

en nuestro 
Código 
Penal. 

ento 
administra
tivo, en 
base a su 
utilidad 
para la 
prevenció
n del 
delito. 

declarante; a 
ello se debe 
resaltar que 
el Derecho 
Penal 
resulta ser la 
última ratio. 

tivos, es 
en dicha 
vía donde 
se debe de 
resolver tal 
situación 
denegand
o el acto 
administra
tivo que 
pretende 
obtener el 
administra
do y 
advertir los 
ilícitos 
antes 
menciona
dos, 
comunican
do al 
Ministerio 
Público. 

2. Dentro de 
su libre 
criterio 
¿Qué 
finalidad 
cumpliría el 
Derecho 
Penal 
atendiendo 
su carácter 
subsidiario, 
ante la 
existencia 
del control 
de 
veracidad 
en la vía 
administrati
va? ¿Por 
qué? 

Una 
finalidad 
de control 
formal en 
la medida 
que se 
ocasione 
un grave 
perjuicio 
en sede 
administra
tiva. 

 

Si bien es 
cierto, bajo 
los alcances 
del carácter 
subsidiario 
el derecho 
penal se 
compone 
por ser se 
ultima razón, 
esto es, 
como última 
línea del 
derecho 
para regular 
las 
conductas, 
ante la 
existencia 
de otras vías 
como control 
que 
permitan 
atender la 
reprochabilid
ad de la 
conducta 

La 
finalidad 
de la 
mínima 
intervenció
n del 
derecho 
penal se 
podría 
conjugar 
en base 
control de 
veracidad 
en la vía 
administra
tiva, 
empero, 
esta 
resulta 
posterior 
al acto 
criminaliza
do, es 
decir, que 
la acción 
reprochabl
e 

Como 
último 
recurso 
disuasivo. 

Definitivame
nte el 
Derecho 
Penal 
tendría o 
cumpliría 
una finalidad 
sancionador
a, pues 
dentro de la 
legislación 
vigente, la 
falsedad de 
una 
declaración 
en un 
procedimient
o 
administrativ
o, deviene 
ser una 
conducta 
antijurídica. 

 

Ninguna, 
porque se 
entiende 
en el 
procedimi
ento 
administra
tivo se rige 
por 
principios 
y de 
encontrars
e una falsa 
declaració
n, se va 
ser sujeto 
a 
sanciones. 

 

La expresión 
presunción de 
veracidad, 
delimita la 
buena fe 
otorgada al 
administrado 
en la 
proyección de 
un trámite, sin 
embargo, ante 
la fractura de 
dicha buena 
fe, no resulta 
suficiente que 
se considere la 
continuación 
del trámite 
ante la falta 
detectada, 
pues, 
tratándose de 
documentos o 
declaraciones 
alterados bajo 
un contexto de 
intencionalida

La 
finalidad 
del 
derecho 
penal es la 
protección 
de bienes 
jurídicos o 
la vigencia 
de las 
normas, 
de 
acuerdo a 
las teorías 
existentes; 
y, dado el 
carácter 
subsidiario 
del 
derecho 
penal, solo 
debería 
intervenir 
en casos 
excepcion
ales, como 
en el caso 

El Derecho 
Penal, 
persigue, en 
estricto, la 
plena 
conducta 
dolosa del 
agente 
activo, 
quien, pese 
a conocer 
las 
consecuenci
as de 
realizar una 
falsa 
declaración, 
en un 
procedimient
o 
administrativ
o, ya 
establecido 
con sus 
debidos 
parámetros 
legales, 

El derecho 
penal al 
sancionar 
con pena 
privativa de 
la libertad la 
conducta de 
falsa 
declaración 
en 
procedimient
o 
administrativ
o cumpliría 
una finalidad 
preventiva y 
especial, 
finalidades 
que el 
derecho 
administrativ
o no 
persigue. 

 

Hubo seis 
de los 
encuestad
os que 
conincidier
on en que 
la finalidad 
del 
derecho 
penal es 
distinta al 
control de 
veracidad 
de la vía 
administra
tiva 

Cuatro 
de los 
encuest
ados 
precisar
on de 
formar 
particula
r la 
finalidad 
del 
derecho 
penal 
ante la 
comisión 
del 
delito. 

Los 
conocedores 
experimentados 
han diferido 
respecto a la 
finalidad de 
derecho penal 
ante la 
existencia del 
control de 
veracidad 
administrativo, 
debido a que 6 
de ellos de 
manera general 
precisaron que 
la finalidad del 
derecho penal 
es distinta al 
control de la vía 
administrativa, 
mientras que 1 
de los restantes, 
indicó que la vía 
penal tiene como 
finalidad 
controlar, otros 



recriminada; 
también es 
cierto que, 
en vía 
administrativ
a 
encontramo
s el control 
posterior de 
veracidad, 
posteriorida
d a la 
declaración 
expuesta por 
el 
administrado
, empero, 
atendiendo 
la naturaleza 
del control, 
éste no tiene 
la misma 
finalidad que 
el derecho 
penal, el 
cual 
sancionada 
la dañosidad 
efectuada a 
la 
administraci
ón pública, 
en cambio la 
sanción que 
emana del 
control, es 
netamente 
administrativ
a que recae 
sobre los 
efectos del 
accionar. 

penalment
e ya se 
efectuó, 
ingresand
o al tráfico
jurídico lo
declarado,
por ello de
ahí que, la
mínima
intervenció
n perdería
su utilidad,
toda vez
que,
conforme
a mi
respuesta
anterior, la
acción
delictuosa
debe de
ser
atendida
en la vía
penal.

d, el derecho 
penal deja de 
tener el 
carácter 
subsidiario, 
por cuanto, el 
control de 
veracidad ha 
sido 
quebrantado, 
resultando 
atendible su 
intervención, 
ello 
atendiendo a 
que la 
conducta 
antijurídica ha 
quedado 
subsumida en 
el tipo penal 
correspondient
e, la misma 
que no 
resultaría 
eficiente su 
atención en 
vía extrapenal. 

donde el 
delito se 
puede sub 
sumir en 
otros tipos 
penales, 
quedando 
como una 
infracción 
administra
tiva que 
ameritaría
n 
sanciones 
pecuniaria
s, 
suspensió
n temporal 
o 
definitiva, 
inhabilitaci
ón 
administra
tiva, etc. 

falsea la 
verdad, 
contravinien
do el 
principio de 
veracidad, 
por lo tanto, 
la finalidad 
del Derecho 
Penal, en 
este 
extremo, es 
la 
persecución 
de la 
conducta 
dolosa 
predetermin
ada del 
agente 
activo. 

de ellos, que su 
finalidad es la 
prevención de 
delitos, así como 
otro, que 
resultaría un 
último recurso 
disuasivo, y 
finalmente el 
último de ellos, 
precisó que tiene 
una finalidad 
sancionadora. 

3. Cree Ud.
¿El
legislador
del Código
Penal de
1991, al
criminalizar
la conducta

No, pues, 
en ese 
período de 
tiempo, no 
existía en 
el Perú 
una Ley de 
Procedimi

Nuestro 
último 
código penal 
de 1991, 
reformado 
en vía de 
mejores 
regulaciones 

Cuando el 
legislador 
recrimina 
una 
conducta 
reprochabl
e en la 
sociedad, 

No, debido 
a que no 
es 
proporcion
al a los 
fines 
disuasivos 
como 

La norma 
indica la 
falsa 
declaración 
viola el 
principio de 
la 
presunción 

No, 
porque las 
penas no 
han 
servido 
para 
disminuir 
el tipo de 

Atendiendo a 
que la 
imposición de 
una medida de 
carácter penal 
se encuentra 
situada a 
prevenir o 

Considero 
que la 
mayoría 
de 
legisladore
s durante 
los últimos 
años, han 

Si, ya que, al 
momento de 
realizar la 
falsa 
declaración, 
el agente 
activo tiene 
pleno 

Considero 
que sí. El 
legislador al 
sancionar 
dicha 
conducta 
como delito 
de Falsa 

Cuatro de 
los 
entrevista
dos 
considerar
ón que el 
legislador 
no tomo 

Hubo 
seis de 
los 
entrevist
ados 
que han 
afirmado 
que el 

Respecto a la 
consideración de 
la 
proporcionalidad 
en la 
criminalización 
de la conducta 
del tipo penal 



de Falsa 
Declaración 
en 
Procedimie
nto 
Administrat
ivo ha 
tenido en 
consideraci
ón el 
carácter 
proporcion
al del 
Derecho 
Penal? 
¿Por qué? 

ento 
Administra
tivo tan 
elaborada 
como 
existe 
actualmen
te ni un 
desarrollo 
doctrinario 
amplio del 
derecho 
administra
tivo, que le 
haya 
permitido 
al 
legislador 
nacional 
tener un 
mejor 
alcance 
sobre la 
criminaliza
ción del 
delito 
comentad
o. 

conductuale
s en visión 
de espejo 
con el 
derecho de 
comparado, 
y por las 
actuales 
razones de 
política 
criminal de 
aquel 
momento 
social, el 
legislador al 
atender la 
proporcionali
dad del 
derecho 
penal ante la 
dañosidad 
de la acción 
incriminada, 
consideró la 
reprochabilid
ad en vía 
penal sobre 
la acción del 
administrado
r al realizar 
una 
declaración 
falsa sobre 
circunstanci
as o hechos 
ante la 
administraci
ón pública; 
sin embargo, 
no debemos 
de perder la 
noción de la 
evolución de 
la 
humanidad y 
de la 
sociedad. 

la efectúa 
por 
razones 
de política 
criminal, al 
haberse 
evidencia 
un común 
denomina
dor que 
fue 
utilizado 
por los 
administra
dos en 
perjuicio 
de la 
administra
ción 
pública, 
por lo cual, 
el 
legislador 
de ese 
entonces, 
conforme 
a la 
realidad 
social de 
aquel 
momento, 
consideró 
el daño 
que se 
causaba a 
la 
administra
ción 
pública 
con la 
acción 
delictuosa, 
habiendo 
valorado la 
persección 
de la 
sociedad 
sobre la 
dañosidad
, y así 
recriminó 

última 
instancia 
del 
derecho 
penal, 
cuando 
también se 
ocupa al 
respecto el 
derecho 
administra
tivo. 

de 
veracidad, y 
eso es 
precisament
e lo que se 
sancionado, 
es decir es el 
verbo rector 
del tipo 
penal en 
cuestión; por 
ende podría 
tener 
asidero el 
carácter 
proporcional 
del Derecho 
Penal para 
sancionarlo, 
sin embargo, 
en la 
actualidad 
se viven 
otros 
tiempos y 
otras 
realidades, 
donde la 
delincuencia 
ha ganado 
espacios, 
siendo mi 
criterio que 
sin restar 
importancia 
al delito en 
cuestión, 
pienso que 
ello deberá 
ser 
sancionado 
dentro de un 
ámbito 
distinto al 
Penal. 

delito por 
falsa 
declaració
n. El
administra
do está
más
pendiente
de las
sanciones
por parte 
de la 
entidad. 

reprimir 
comportamient
os delictivos, 
en esa 
secuencia, el 
legislador si 
habría tenido 
atención en 
delimitar el 
carácter 
proporcional 
del derecho 
penal, pues, 
no toda 
situación que 
implique estar 
inmerso en 
una infracción 
en el ámbito 
del derecho 
administrativo 
corresponderá 
ser verificada 
en el ámbito 
penal, pues 
aquella 
requerirá 
determinadas 
características 
especiales 
exigibles en el 
tipo penal. 

venido 
criminaliza
ndo 
diferentes 
conductas 
que deben 
de ser 
sancionad
as 
mediante 
diferentes 
actos de 
control 
social, 
como es 
en la 
propia vía 
administra
tiva, y no 
han 
considera
do la 
existencia 
de otros 
tipos 
penales, 
de allí que 
inclusive 
por técnica 
legislativa 
está 
ubicado en 
los delitos 
contra la 
administra
ción de 
función 
jurisdiccio
nal cuando 
lo que se 
trata es 
sancionar 
la falsa 
declaració
n en un 
procedimi
ento 
administra
tivo, más 
no en un 
procedimi

dominio del 
hecho, por lo 
tanto, la 
conducta 
dolosa se 
encuentra 
plenamente 
acreditada, 
siendo así, 
de obtener 
un beneficio 
con la 
inserción de 
una falsa 
declaración, 
obtiene un 
beneficio 
indebido, 
conducta 
que resulta 
reprochable 
en el 
derecho 
penal. 

Declaración 
en 
procedimient
o 
administrativ
o ha
considerado
de suma
importancia
proteger el
bien jurídico:
correcto
funcionamie
nto de la
administraci
ón pública.

en cuenta 
la 
proporcion
alidad al 
momento 
de 
criminaliza
r la 
conducta 
del tipo 
penal 
materia de 
estudio. 

legislado
r al 
recrimin
ar la 
conduct
a del 
delito en 
estudio, 
consider 
la 
proporci
onalidad 
del daño 
causado
. 

estudiado, el 
60% de los 
entrevistado ha 
sostenido que el 
legislador a 
reprochar la 
acción a toma en 
consideración la 
proporcionalidad 
del derecho 
penal ante el 
administrativo, 
alegando que 
éste consideró el 
daño efectuado 
a la 
administración 
pública, mientras 
que el 40% de 
los expertos ha 
sostenido la falta 
de consideración 
de la 
proporcionalidad 
cuando se 
recriminó la 
conducta, al 
valorar que no l 
penalización no 
disuade la 
comisión del 
delito. 



 

la 
conducta. 

ento 
judicial. 

 

4. Bajo su 
libre 
criterio. 
¿En qué 
supuestos 
de 
investigaci
ón sobre el 
delito de 
Falsa 
Declaración 
en 
Procedimie
nto 
Administrat
ivo se 
efectúan 
diligencias 
urgentes e 
inaplazable
s? ¿Por 
qué? 

En los 
casos de 
flagrancia 
delictiva 

 

Atendiendo 
el común 
denominado
r, de la forma 
como se 
pone en 
conocimient
o en la vía 
penal, la 
noticia de la 
acción 
delictuosa, 
que proviene 
por la propia 
acción de 
verificación 
efectuada 
por la 
administraci
ón pública, 
donde se ha 
corroborado 
la 
información 
declarada; la 
investigació
n para éste 
delito 
considerado 
como un tipo 
de bagatela, 
las 
diligencias 
que se 
ejecutan son 
simples al 
corresponde
r a la toma 
de las 
declaracione
s de las 
partes 
involucradas 
y a la 
conformació
n de lo 

Conforme 
a lo que se 
efectúa en 
la práctica, 
en todos 
los casos 
se realizan 
diligencias 
urgentes e 
inaplazabl
es, debido 
a que la 
investigaci
ón del tipo 
penal de 
falsa 
declaració
n en 
procedimi
ento 
administra
tivo no 
reviste de 
mayor 
complejida
d, más 
aún, si la 
noticia 
criminal en 
la mayoría 
de los 
casos 
proviene 
del control 
de 
auditoria, 
donde 
para 
verificar la 
veracidad 
de lo 
declarado 
se recaba 
informació
n de la 
misma, así 

En los 
supuestos 
de riesgo 
de obtener 
informació
n que 
comprobar
ía si 
estamos 
ante una 
falsa 
declaració
n como la 
muestra 
del 
otorgante 
de un 
document
o, 
deterioro 
de 
document
ación e 
informació
n por 
ciertas 
circunstan
cias, entre 
otros. 

Cuando el 
agente es 
descubierto 
en el mismo 
instante en 
que efectuó 
la falsa 
declaración. 

 

En la 
realidad, 
son 
deficientes
. Se 
justifican 
por la 
carga de 
expedient
es. 

Respecto a las 
diligencias 
urgentes e 
inaplazables, 
estas no 
quedan 
restringidas a 
un espacio 
temporal, sin 
embargo, del 
planteamiento 
de la pregunta, 
y amparados 
por   el aspecto 
temporal 
restringido, el   
proyecto de 
las diligencias 
urgentes e 
inaplazables 
tendrá 
trascendencia 
en el ámbito 
de la 
flagrancia ello 
con el objeto 
de demarcar el 
aspecto del 
contexto 
delictivo 
incursionado. 

 

 

Se 
efectúan 
diligencias 
urgentes e 
inaplazabl
es en 
casos de 
procesos 
administra
tivos de 
contrataci
ones y 
adquisicio
nes con el 
Estado, 
esto es, la 
intervenció
n de 
empresas 
o 
personas 
que 
contraten 
con el 
Estado, y 
más aún, 
en casos 
que la 
finalidad 
de las 
contrataci
ones estén 
referidos a 
actos de 
ayuda 
social, o 
en estado 
de 
emergenci
a 
(pandemia
. COVID 
19, 
inundacion
es, 
terremotos

La 
recaudación 
del 
documento 
original del 
cual, se 
presume 
que, el 
agente 
activo 
realizo la 
falsa 
declaración, 
ello con la 
finalidad de 
que, durante 
el proceso, 
esta pueda 
ser sometida 
a las pericias 
de 
Grafotécnica 
correspondi
entes, 
puesto que, 
al momento 
de introducir 
una falsa 
declaración, 
estaba debe 
contener los 
requisitos 
legales para 
su 
introducción 
o aceptación 
en trámite, 
como lo son 
las firmas, 
huellas 
dactilares, 
etc. 

 

Las 
diligencias 
urgentes e 
inaplazables 
se realizan 
generalment
e cuando 
existe 
flagrancia y 
detención 
por comisión 
de un delito. 
Considero 
que es nula 
la posibilidad 
en que en 
estos delitos 
exista 
flagrancia, 
sin perjuicio 
de ello, se 
realizarán de 
manera 
urgente e 
inaplazable 
las 
diligencias 
cuando 
exista 
peligro de 
que por la 
demora las 
evidencias 
desaparezca
n o los 
testigos no 
puedan 
rendir su 
testimonio. 

 

Todos los 
entrecista
dos 
coincidiero
n en que 
el 
supuesto 
de 
flagrancia 
delicitva 
se 
efcetúan 
diigencias 
urgenetes 
e 
inaplazabl
es 

No se 
tuvo a 
ningún 
entrevist
ado con 
una 
postura 
contraria  

Sobre el 
supuesto de 
dónde se 
efectúan 
diligencias 
urgentes e 
inaplazables, de 
manera conjunta 
han sostenido 
que las mismas 
se efectúan en 
los casos de 
flagrancias, y si 
bien es cierto, el 
tipo penal 
materia de 
estudio por la 
naturaleza de la 
noticia criminal 
proveniente de 
la vía 
administrativa, 
no se efectúa en 
los supuestos de 
flagrancia, 
también es cierto 
que, las mismas 
se efectúan a 
razón del peligro 
de la demora, 
por ello las 
diligencias que 
se efectúan en el 
estadio 
preliminar 
resultan 
urgentes e 
inaplazables 



advertido 
sobre la 
información 
verificada en 
la vía 
administrativ
a, por lo 
cual, ésta 
diligencias 
resulta 
urgentes e 
inaplazables
, y al 
efectuarse 
se estaría 
ante una 
investigació
n completa. 

las cosas, 
la 
investigaci
ón se 
compone 
por simple 
actuacione
s, 
declaracio
nes y 
verificació
n de lo 
expresado 
en la vía 
administra
tiva. 

, o 
referidos 
para 
proveer de 
sostenimie
nto a 
personas 
vulnerable
s, etc.). 

5. ¿Cuándo
se realiza
una
investigaci
ón sin 
sospecha o 
con 
sospecha 
en el delito 
de Falsa 
Declaración 
en 
Procedimie
nto 
Administrat
ivo? 

La 
investigaci
ón se lleva 
a cabo 
cuando 
exista 
sospecha 
o indicios
de la
comisión 
delictiva y
la
administra
ción 
pública ha
detectado
discordanc
ia entre lo
declarado
por el
administra
do y lo que
aquélla ha
verificado
posteriorm
ente.

Para tener 
una 
sospecha se 
debe de 
constar con 
un punto de 
partida 
objetivo, en 
cambio, ante 
la falta de 
sospecha 
nos 
encontramo
s ante una 
mera 
referencia, 
así las 
cosas, en lo 
concerniente 
al delito de 
falsa 
declaración 
en 
procedimient
o 
administrativ
o se afirma
que su
investigació
n nace a
través de
una

Estando 
en 
coherenci
a con mi 
respuesta 
anterior, 
conforme 
he 
precisado, 
la noticia 
criminal 
nace de un 
control de 
auditoria, 
de 
veracidad 
sobre lo 
declarado 
por el 
administra
do, es así 
que, por 
dicha 
verificació
n cuando 
se 
presente 
el 
conocimie
nto de la 
acción 
reprochabl

Sin 
sospecha 
cuando la 
fiscalía 
obtiene 
informació
n sin que 
la 
administra
ción haya 
iniciado 
alguna 
verificació
n o 
comproba
ción, y con 
sospecha 
cuando la 
fiscalía 
recibe 
informació
n de la 
administra
ción a 
través de 
una 
denuncia 
después 
de haber 
realizado 
un 
proceso 

Dentro de un 
proceso de 
Fiscalización 
y/o Control 
documentari
a. 

Cuando 
existe 
inconsiste
ncia en el 
resultado 
de un 
procedimi
ento 
administra
tivo y por 
tanto se 
tiene el 
permiso 
de realizar 
una 
investigaci
ón con 
fecha 
posterior. 

Atendiendo al 
principio de 
presunción de 
veracidad, se 
presume que 
todo aquello 
que presenta 
(documentos) 
o declara el
administrado,
responde a la
verdad, en
atención a ello,
la fractura de
aquella buena
fe depositada,
determinará
que el marco
de
investigación 
sea
contextualizad
o siempre en
el ámbito de
sospecha en
su tramitación.

Una 
investigaci
ón sin 
sospecha 
se efectúa 
cuando la 
administra
ción 
pública a 
través de 
sus 
órganos 
de control 
interno 
inicia 
procedimi
entos 
administra
tivos de 
control 
comparte 
de su 
labor, en 
tanto que 
la 
investigaci
ón por 
sospecha 
está 
vinculada 
a 
denuncias 

Para el inicio 
de una 
investigació
n, se 
requiere una 
sospecha 
aparente de 
la comisión 
de un delito, 
siendo así, 
no se admite 
iniciar una 
investigació
n sin 
sospecha 
aparente, es 
por ello que, 
al momento 
de que una 
institución 
administrativ
a advierte 
sobre una 
falsa 
declaración 
en 
procedimient
o 
administrativ
o, este 
remite el 
supuesto 

Considero 
que 
necesariame
nte en este 
delito tiene 
que existe 
mínimament
e una 
sospecha 
simple para 
iniciar 
diligencias 
preliminares. 

En forma 
conjunta 
todos los 
entrevista
dos a 
concordan
ce que la 
investigaci
ón se 
inicia con 
una 
sospecha 
que 
proviene 
del control 
de 
veracidad 
de la vía 
administra
tiva. 

Ninguno 
de los 
entrevist
ados 
proporci
onó 
respueta 
contraria 
sobre la 
procede
ncia de 
la 
sospech
a que 
sostiene 
la noticia 
criminal. 

En cuanto a la 
realización de 
una 
investigación 
con o sin
sospecha sobre 
el delito 
estudiado, los 
entrevistados en 
su forma 
conjunta han 
precisado que 
acorde a las 
casuísticas por 
lo general la 
investigación 
para éste delito 
se inicia con una 
sospecha que es 
proporcionada 
por la vía 
administrativa 
por el control o 
fiscalización, es 
decir, es la 
entidad 
administrativa 
que proporciona 
la información de 
la conducta 
delictuosa tras 
haber 



 

sospecha, 
toda vez 
que, el 
conocimient
o de la 
acción 
incriminada 
se realiza 
por la acción 
de la 
administraci
ón pública 
tras el 
control de 
veracidad en 
auditoria, sin 
embargo, no 
se conoce 
caso alguno 
donde la 
investigació
n por éste 
delito se 
haya 
efectuado de 
manera 
oficiosa por 
el titular de 
la acción 
penal, en 
base a las 
meras 
referencias 
trasmitidas 
en algún 
medio de 
comunicació
n 
periodístico. 

e, ya se 
tiene una 
sospecha 
simple, 
tanto por 
la 
comunicac
ión propia 
de la 
administra
ción 
pública 
como por 
la 
corroborac
ión de la 
informació
n que 
habría 
presentad
o el 
administra
do; por 
ello, la 
investigaci
ón 
preliminar 
inicia con 
punto de 
partida 
objetivo, y 
no 
merament
e 
referencia, 
como 
sucede en 
los casos 
que la 
investigaci
ón se 
realiza de 
manera 
oficiosa, 
en donde 
no se 
cuenta con 
una 
sospecha 
objetiva. 

de 
verificació
n o 
comproba
ción. 

 

pública y 
generalme
nte se da 
en 
situacione
s de 
asistencia 
social o de 
interés 
social que 
afectan a 
la 
sociedad 
en su 
conjunto. 

 

documento 
insertado a 
la instancia 
penal, para 
su trámite 
dentro de la 
vía 
correspondi
ente. 

 

corroborado la 
declaración falsa 
del 
administrado. 



6. Dentro su
libre criterio
¿Cuándo en
la
investigaci
ón del tipo
penal de
Falsa
Declaración
en 
Procedimie
nto
Administrat
ivo se
efectúan
diligencias
simples o
complejas?
¿Por qué?

Las 
diligencias 
simples se 
efectúan 
cuando no 
hay mayor 
cantidad 
de actos 
de 
investigaci
ón que 
realizar 
para 
comprobar 
la 
evidencia 
de la 
comisión 
del delito, 
mientras 
que las 
complejas 
importan 
lo 
contrario. 

Para 
determinar 
la 
complejidad 
de una 
investigació
n se 
considera la 
naturaleza 
del delito, el 
concurso 
con otro tipo 
penal y la 
cantidad de 
involucrados
, es así que, 
el delito de 
falsa 
declaración 
en 
procedimient
o 
administrativ
o, conforme 
a los casos 
vistos en la 
práctica, y a 
la previa 
corrobación 
de la 
información 
falsa, la 
investigació
n para éste 
delito no se 
involucra en 
una esfera 
compleja, 
debido a que 
no se tiene 
diligencia 
distinta a la 
recepción de 
las 
declaracione
s de los 
involucrados 
y la 
verificación 
de la 

Conforme 
a mis 
posturas 
expresada
s 
precedent
emente, la 
investigaci
ón del 
delito de 
falsa 
declaració
n de 
procedimi
ento 
administra
tivo no 
reviste de 
mayor 
complejida
d, acorde 
a lo 
percibido 
en la 
práctica, 
las 
diligencias 
empleada
s son 
simples, 
más aún, 
cuando ya 
se tiene la 
verificació
n de la 
informació
n 
declarada 
por el 
administra
do, 
corroborac
ión 
efectuada 
en la vía 
administra
tiva; sin 
embargo, 
distinto 
sería el 

Se 
efectúan 
diligencias 
simples 
basadas 
en la 
comproba
ción de si 
lo 
detectado 
es o no 
contrario a 
la verdad. 

En todo tipo 
de 
investigació
n se tiene la 
obligación 
de llevar a 
cabo 
diligencias 
para el 
esclarecimie
nto de los 
hechos, 
ahora bien, 
si las 
diligencias 
son simples, 
y ello 
conlleva a 
llevar a cabo 
diligencias 
complejas, 
ello se daría 
de acuerdo 
al avance de 
las mismas. 

Simple. 
Porque, es 
considera
do un 
delito 
menor. 

El ámbito de 
verificación de 
las diligencias 
preliminares 
en su contexto 
simples o 
complejas 
estará 
determinado 
por cada caso 
en concreto, 
en atención a 
ello es que se 
materializarán 
el tenor de las 
diligencias a 
proponer, esto 
es, por regla el 
plazo de 
investigación 
preliminar 
corresponde a 
(60) días, sin
embargo,
nada impide a
que dicho 
plazo sea 
contextualizad
o bajo el
argumento de
la complejidad
del mismo, en
atención a ello,
el plazo 
abarcaría a 
(08) meses, en
uno y otro 
caso las 
diligencias a 
proponer 
diferirán por la 
simplicidad o 
gravedad del 
caso. 

En 
principio al 
efectuarse 
la 
investigaci
ón no se 
debe 
calificar de 
diligencias 
de simples 
o 
complejas, 
importante
s o no, 
sino real 
una 
verdadera 
investigaci
ón de la 
existencia 
o no de
delito así
como de la
responsab
ilidad
penal del
presunto
autor, sin
afectarse
el debido
proceso;
sin 
embargo,
si
queremos
delimitar
en
diligencias
simples o
complejas,
entiéndas
e
diligencias
complejas
las que se
dan en el
marco de
un
proceso
administra

Estando a 
que, en el 
Distrito 
Fiscal de 
Lima se 
encuentra 
vigente el 
Código de 
Procedimien
tos Penales, 
las 
diligencias 
se tienen 
resueltas en 
un plazo 
razonable, 
en 
consecuenci
a, la 
simpleza o 
complejidad 
de la carga 
de la prueba 
pudiera 
variar, en 
base a otros 
factores 
contenidos 
dentro de la 
investigació
n, como lo 
son: la 
cantidad de 
investigados 
o 
procesados, 
la 
recaudación 
de los 
documentos 
incriminados
, la 
realización 
de las 
pericias de 
Grafotécnica
, etc, más 
para fines 
prácticos, 
las 

Las 
diligencias 
simples o 
complejas 
dependerán 
de cada 
caso 
concreto. 
Pueden 
resultar 
complejas 
cuando 
existe un 
gran número 
de 
coautores, 
un gran 
número de 
falsas 
declaracione
s o pericias 
que realizar, 
entre otros 

 Se tuvo a 
seis 
entristado
s con la 
postura 
que en la 
inesvtigaci
ón del 
delito de 
Falsa 
Declaració
n en 
Procedimi
ento 
Administra
tivo se 
efectúan 
diligencias 
simples. 

Cuatro 
de los 
entrevist
ados 
afirmaro
n que 
las 
diliegenc
ias 
realizad
as en la 
investiga
ción 
prelimin
ar sobre 
el delito 
materia 
de 
estaudio 
son de 
naturale
za 
complej
a. 

Los expertos de 
forma 
mayoritaria han 
coincidido en 
sostener que las 
diligencias para 
el tipo penal 
estudiado 
resultan simples, 
debido a que el 
mismo 
constituye un 
delito menor que 
no reviste de 
mayor 
complejidad, 
mientras que la 
minoría bajo la 
apreciación de 
que en la 
investigación se 
requiere de 
pericias 
especiales o la 
vinculación a 
otros delitos, han 
indicado que la 
investigación 
correspondería a 
una de 
naturaleza 
compleja 



información 
falsa ante la 
entidad 
estatal, 
persona 
jurídica o 
natural. 

caso, 
donde la 
comisión 
de éste 
delito se 
vincule a 
otros 
delitos y 
éstos a su 
vez 
formen 
parte de 
acciones 
que 
correspon
den a una 
asociación 
ilícita u 
organizaci
ón 
criminal, 
claro está 
cuando las 
acciones 
se realizan 
dentro de 
la 
administra
ción 
pública. 

tivo si se 
trata de 
concursos 
públicos 
en 
procesos 
de 
contrataci
ón y 
adquisicio
nes, y 
diligencias 
simples en 
procesos 
administra
tivos para 
obtención 
de 
licencias 
de 
funcionami
ento, 
rendición 
de 
cuentas, 
etc. 

diligencias 
tienen un 
carácter de 
complejidad, 
puesto que, 
merecen un 
debido 
estudio, 
contando 
para ello, la 
recaudación 
de pruebas 
eficaces que 
determinen 
a ciencia 
cierta la 
responsabili
dad penal 
del 
investigado 
o procesado

7. ¿En qué
procedimie
nto
administrati
vo se
configura el
delito de
Falsa
Declaración
en 
Procedimie
nto
Administrat
ivo?

Se 
configura 
en 
cualquier 
procedimi
ento que 
se inicie 
ante la 
administra
ción 
pública. 

De 
conformidad 
a lo 
expuesto por 
la Corte 
Suprema de 
Justicia de la 
República la 
conducta del 
delito de 
falsa 
declaración 
en 
procedimient
o 
administrativ
o debe de
ser realizada
en los
procedimient

La Corte 
Suprema 
de Justicia 
de la 
República 
ha 
adoptado 
dos 
posturas, 
una que 
establece 
que el 
delito de 
efectúa en 
todos los 
procedimi
entos 
administra
tivos, al 
sostener 

En los 
procedimi
entos 
trilaterales 
y 
sancionad
ores que 
sean 
contencios
os, 
controverti
dos y/o 
litigiosos. 

En todo tipo 
de 
procedimient
o 
administrativ
o se puede
configurar el
delito de
falsa
declaración
en
procedimient
o
administrativ
o, basta sola
la falsedad
de la
información 
y que se
viole la

Cuando el 
administra
do declara 
en falso o 
altera una 
situación. 

En los 
procedimiento
s 
administrativo
s de carácter 
litigiosos, vale 
decir, en los 
procesos 
administrativo
s de 
connotación 
trilateral o 
sancionador. 

Se puede 
configurar 
en un 
concurso 
de méritos 
para 
ocupar un 
cargo 
público, 
como es 
presentar 
declaracio
nes 
juradas 
falsa de 
impedime
nto o 
incompatib
ilidad por 
razón de 

Para mi 
propia 
consideració
n, el tipo 
penal 
contenido en 
el artículo 
411° del 
Código 
Penal – 
Falsa 
declaración 
en 
Procedimien
to 
Administrativ
o, la acción 
típica 
consiste en 
hacer una 

Haciendo 
una 
interpretació
n restrictiva 
(en favor del 
agente), no 
en todo 
procedimient
o 
administrativ
o se puede
cometer
falsa
declaración,
solo cuando
se trata de
un
procedimient
o
administrativ

Seis de las 
respuesta
s coincide 
con la 
postura 
que 
establece 
que la 
naturaleza 
del 
procedimi
ento debe 
de ser 
litigiosa 
para la 
configuraci
ón del 
delito 

Se tuvo 
a cuatro 
encuest
ados 
que 
postular
on que 
en 
cualquie
r 
procedi
miento 
se 
configur
a la 
conduct
a del 
tipo 

Considerando la 
naturaleza de los 
procedimientos y 
la descripción de 
los elementos 
configurativos 
del delito 
analizado, 
conforme a las 
respuestas 
emitidas por los 
entrevistados 6 
de ellos 
consideran que 
éste únicamente 
se configura en 
los 
procedimientos 
litigiosos, 
controvertidos 



os 
controvertid
os, al 
sostener que 
acorde al 
elemento del 
tipo penal 
que 
especifica 
que la carga 
de la prueba 
le 
corresponde 
al 
administrado
, 
desvinculan
do así a los 
demás 
procedimient
os donde 
que carezca 
de 
naturaleza 
contenciosa. 

que la 
norma no 
realiza 
distinción, 
y la otra, al 
considerar 
el 
elemento 
objetivo 
que le 
correspon
de probar 
al 
administra
do, 
determina 
que sólo 
en los 
procedimi
entos 
litigiosos 
se puede 
efectuar el 
delito 
materia de 
comentari
o, debido a 
que en los 
mismos el 
administra
do tiene la 
carga de la 
prueba 
sobre sus 
declaracio
nes 
expresada
s como 
parte de 
sus 
postulados
. 

presunción 
de 
veracidad. 

parentesc
o; así 
como en 
procesos 
de 
contrataci
ones con 
el Estado, 
a fin de 
obtener la 
adjudicaci
ón de una 
obra. 

falsa 
declaración 
en relación a 
hechos o 
circunstanci
as que le 
corresponde 
probar, 
vulnerando 
el principio 
de 
veracidad. 
Por lo que 
comparto lo 
vertido por 
parte en la 
Jurisprudenc
ia, la cual 
señala que 
la 
presunción 
de veracidad 
es un 
principio 
informador 
del derecho 
administrativ
o 
“consistente 
en suponer 
por 
adelantado y 
con carácter 
provisorio 
que los 
administrado
s proceden 
con verdad 
en sus 
actuaciones 
en el 
procedimient
o en que
intervengan 
de modo que
se invierte la
carga de la
prueba en el
procedimient
o,
sustituyendo

o litigioso
donde al
agente le
corresponde
probar

materia de 
estudio. 

penal en 
estudio. 

de carácter 
contencioso, 
empero, los 4 
restantes 
sostienen que 
ésta acción se 
puede configurar 
en cualquier 
procedimiento 
en donde el 
administrado 
efectúe la falsa 
declaración. 



la tradicional 
prueba de 
previa 
veracidad a 
cargo del 
administrado
, por la 
acreditación 
de la 
falsedad a 
cargo de la 
administraci
ón, en vía 
posterior” 
(Exp. 
00578-2019-
0-2601-JR-
PE-01), ello
nos permite
dilucidar que
esta se
pueda dar,
hasta dentro
de la etapa
administrativ
a de
fiscalización
posterior,
basta que se
advierta, en
cualquier
etapa, la
posible
comisión de
este delito.

8. Cree Ud.
¿Que el
control de
veracidad
ejercido en
la vía
administrati
va resulta 
eficaz en 
comparació
n al 
Derecho 
Penal 
respecto al 
delito de 

Sí, 
siempre 
que se 
implement
en los 
controles 
necesarios 
para ello y 
se 
sancione 
administra
tivamente. 

Si 
consideramo
s que el 
control de 
veracidad 
sobre la 
información 
proporciona
da por el 
administrado 
es posterior 
al acto 
administrativ
o, se puede 
evidenciar 

El control 
de 
veracidad 
administra
tivo, así 
como el 
ejercicio 
de la 
acción 
penal, 
resultan 
eficaz, 
debido a 
que las 
sanciones 

Sí, porque 
se busca 
establecer 
si la 
declaració
n vertida 
es falsa o 
no; no 
obstante, 
ramas de 
derecho 
responden 
a distintos 
fines. 

No se puede 
restar 
importancia 
al control de 
veracidad 
que se 
ejerce en la 
vía 
administrativ
a, pues en 
muchos 
casos la 
justicia 
corrobora 
esta 

Definitiva
mente sí, 
porque el 
administra
do teme 
ser 
amonesta
do o 
registrado 
en el 
sistema de 
la entidad. 

No, por 
cuanto, el 
ámbito de 
presunción de 
veracidad 
implica, que 
todo aquello 
que se haga 
entrega 
(documento) o 
se declare, 
sea 
considerado 
como verdad 
de los hechos 

No, 
porque los 
órganos 
de control 
o 
encargado
s de 
fiscalizació
n no 
realizan 
tales 
labores, y 
más aún 
porque se 
rigen en el 

Si, puesto 
que, al 
contar con 
diversos 
mecanismos
, previos o 
posteriores, 
el objetivo 
de estos 
mecanismos 
administrativ
os, pese a 
tener una 
sanción 
administrativ

Considero 
que no. Por 
las 
consecuenci
as jurídicas 
de cada vía 
(penal o 
administrativ
a). 

Se tuvo 
como 
respuesta
s 
contribuita
s al 
estudio, 
de siete 
encuestad
os que 
concuerda
n en 
afirmar 
que el 
control de 

Se tuvo 
a cuatro 
encuest
ados 
que han 
diferido, 
al 
sostener 
que el 
fin del 
derecho 
penal es 
distinto 
por ello 
el 

Acorde a las 
repuestas de los 
expertos, éstos 
respecto a la 
eficacia del 
control de 
veracidad 
administrativo 
sobre el derecho 
penal sobre el 
delito en estudio, 
en una 70% han 
sostenido que el 
primer control en 
cuanto al 



Falsa 
Declaración 
en 
Procedimie
nto 
Administrat
ivo? ¿Por 
qué? 

que no es 
eficaz para 
prevenir la 
acción 
contra la 
administraci
ón pública, 
al haberse 
consumado 
tanto la 
acción como 
el perjuicio; 
ahora bien, 
en la vía 
penal se 
busca 
resarcir el 
daño que ha 
ocasionado, 
el cual se 
puede 
alcanzar en 
una 
plausible 
sentencia, 
empero, 
mucho de 
los casos 
prescriben 
por la 
demora del 
propio 
control 
administrativ
o sumado al
tiempo de
investigació
n penal; por
lo cual, la
eficacia
contra la
falsa
declaración
debe de
efectuar
antes de su
ejecución a
través de la
persección
del
administrado

resultan 
distintas, y 
a través de 
éstas dos 
se busca 
la 
prevenció
n del 
delito, 
brindando 
un 
mensaje 
de 
persección 
a los 
administra
dos que 
influya en 
su 
voluntad 
de 
accionar 
contra la 
administra
ción 
pública. 

veracidad 
disponiendo 
nuevos 
exámenes 
periciales 
complement
arios 
efectuados 
por órganos 
distintos a 
los de la vía 
administrativ
a. 

que se 
afirman, bajo 
esta postura, 
en la 
actualidad, 
muchos 
procedimiento
s en vía 
administrativa 
concluidos y 
sin mayor 
verificación, 
hayan podido 
en su trámite 
bajo el 
postulado de 
presunción de 
veracidad, 
estar inmersos 
bajo datos que 
no 
corresponden 
a la licitud y 
que no han 
merecido 
mayor 
verificación 
amparados 
bajo dicho 
principio o con 
clara la 
intencionalida
d de sus 
funcionarios. 

Principio 
de 
veracidad 
o de
buena fe
de los
administra
dos, por lo
que
considero
que
inmediata
mente los
administra
dos
presenten 
sus
document
os en un
trámite o
procedimi
ento
administra
tivo, deben
ser
fiscalizado
s antes 
que la 
administra
ción emita 
pronuncia
miento. Y, 
asimismo, 
el derecho 
penal 
también 
no resulta 
eficaz por 
cuanto si 
bien se 
sobrecrimi
naliza las 
conductas, 
las penas 
que se 
imponen 
no son 
disuasivas
, no 
cumpliend
o la

a en su vía, 
es la de 
advertir el 
accionar 
doloso del 
agente 
activo, el 
mismo que 
con pleno 
conocimient
o inserta una
falsa
declaración
en un
procedimient
o, ello con la
finalidad de
obtener un
beneficio
propio.

veracidad 
administra
tivo es 
más eficaz 
que el 
derecho 
penal. 

control 
administ
rativo de 
veracida
no es 
más 
eficaz 
que el 
derecho 
penal. 

segundo es más 
eficaz, mientras 
que el 30% han 
postulados que 
el control 
administrativo no 
es más eficaz 
que la vía penal, 
en consideración 
a los fines de 
cada uno 
particularmente. 



 

respecto a 
las 
consecuenci
as del 
posible 
accionar. 

finalidad 
de la pena, 
siendo 
más 
disuasiva 
sanciones 
administra
tivas 
dependien
do de la 
naturaleza 
del 
proceso 
administra
tivo. 

9. Bajo su 
libre 
opinión 
¿Cómo el 
control de 
veracidad 
posterior al 
acto 
administrati
vo 
salvaguard
a la 
correcta 
Administra
ción 
Pública? 

Sí, en la 
medida 
que se 
realice 
oportunam
ente. 

El control 
posterior de 
veracidad 
respecto a la 
declaración 
del 
administrado
, advierte 
una 
afectación 
en la 
protección 
de una 
correcta 
administraci
ón pública, 
su propósito 
medular al 
advertir el 
perjuicio 
causado 
sobre la 
entidad y 
tras la 
verificación 
de la 
falsedad, se 
direcciona a 
resarcir el 
perjuicio 
ocasionado 
mediante la 
vía penal 
sobre la 
posible 

Éste 
control de 
veracidad 
posterior, 
se conjuga 
con el 
Principio 
de 
Presunció
n de 
Veracidad 
que busca 
simplificar 
el 
procedimi
ento 
administra
tivo, es así 
que, 
salvaguar
da la 
administra
ción 
pública 
cuando 
detecta la 
falsedad y 
emite las 
sanciones 
administra
tivas 
correspon
dientes y a 
través de 
la vía 

Esto 
mediante 
la 
comproba
ción de 
que los 
document
os 
presentad
os y 
declaracio
nes 
efectuada
s 
responden 
o no a la 
verdad. 

 

Precisament
e es el 
control de 
veracidad, 
es el acto 
que se 
realiza para 
salvaguarda
r la correcta 
Administraci
ón de 
Justicia. 

 

Porque 
permite 
revisar y 
constatar 
que lo 
recibido 
por parte 
del 
administra
do es 
correcto o 
no. Y más 
aún 
permite 
registrar el 
comporta
miento del 
administra
do ante 
actos 
posteriore
s. 

 

Lo 
salvaguarda, a 
fin de destruir 
la presunción 
de veracidad, 
de modo que 
tratándose de 
procedimiento
s 
administrativo
s de carácter 
litigioso y 
haberse 
incurrido en 
ilicitud en su 
trámite, se 
produzca la 
nulidad del 
acto y 
consecuente 
incursión del 
Ministerio 
Público. 

 

Es lo que 
actualmen
te sucede, 
los 
órganos 
de control 
interno o 
de 
fiscalizació
n 
interviene
n 
tardíament
e cuando 
ya se 
causó la 
lesión al 
bien 
jurídico 
tutelado o 
a la norma 
protegida. 

 

Habiendo 
considerado 
la respuesta 
anterior, los 
controles 
administrativ
os, así sean 
posteriores, 
cuentan con 
su propia 
sanción en 
su vía, 
contribuyend
o ello a su 
correcta 
administraci
ón pública, 
por cuanto, 
estos 
detectan el 
accionar 
contrario a 
Ley del 
agente 
activo.  

 

Considero 
que en parte 
sí. Pero con 
la protección 
penal se 
protege de 
manera más 
eficaz el 
correcto 
funcionamie
nto de la 
administraci
ón pública. 

 

Nueve de 
los 
encuestad
os 
concordar
on en 
afirmar 
que el 
control de 
veracidad 
de la vía 
administra
tiva 
salvaguar
da la 
correcta 
actuación 
de la 
administra
ción 
pública. 

De 
forma 
solitaria 
uno de 
los 
encuest
ados 
sostuvo 
que el 
control 
de 
veracida
d 
administ
rativo no 
resguard
a la 
adecuad
a 
administ
ración 
pública, 
al 
efcetuar
se 
posterior 
al acto 
administ
rativo. 

Casi todos los 
expertos 
sostienen que el 
control de 
veracidad 
administrativo 
protege la 
correcta 
actuación de la 
administración 
pública, 
preciando que 
conforme a su 
finalidad se debe 
de actuar 
oportunamente 
en la 
comprobación 
debida de la 
veracidad; sin 
embargo, de 
forma solitaria se 
sostuvo que éste 
control no 
resguarda la 
adecuada 
administración 
pública, al 
efectuar 
posterior al acto 
administrativo, 
cuando el daño 
ya se habría 
causado. 



 

reparación 
civil. 

 

penal el 
resarcimie
nto al daño 
ocasionad
o. 

 

 

10. 
¿Cuándo 
correspond
e al 
administrad
o probar la 
veracidad 
de su 
declaración
, si en vía 
administrati
va se 
cuenta con 
el Principio 
de Impulso 
de Oficio? 

Cuando la 
administra
ción 
pública 
advierta y 
notifique al 
administra
do una 
situación 
anómala 
que él 
tiene que 
demostrar. 

Si bien es 
cierto, el 
Principio de 
Acción de 
Oficio 
habilita a la 
entidad 
administrativ
a a actuar de 
manera 
oficiosa 
respecto a la 
carga de la 
prueba en el 
procedimient
o 
administrativ
o, también 
es cierto 
que, el 
administrado 
al postular 
su 
pretensión 
en la vía 
administrativ
a, debe de 
argumentar 
la misma y 
dotar de 
fiabilidad, 
por ello, 
podemos 
sostener que 
ambas 
partes según 
el estadío 
procediment
al ejercen 
acción de 
probanza. 

Acorde a 
lo 
advertido 
por la 
Corte 
Suprema 
de Justicia 
de la 
República 
es en los 
procedimi
entos 
litigiosos o 
controverti
dos en 
donde la 
carga de la 
prueba 
también le 
correspon
de al 
administra
do, y si 
bien es 
cierto, ello 
resulta 
acertado, 
también es 
cierto que, 
el Principio 
de Impulso 
de Oficio 
establece 
que es la 
administra
ción 
pública 
que de 
manera 
oficiosa 
efectúa la 
cargada 
de la 

Correspon
dería 
cuando así 
lo 
establezca 
el 
procedimi
ento, ya 
que, por lo 
general, 
luego de la 
declaració
n ésta es 
sometida a 
un 
proceso 
de 
verificació
n donde el 
administra
do deberá 
de probar 
su 
declaració
n, lo que 
se asume 
como 
obligatorio
, en tanto 
el impulso 
de oficio 
es 
facultativo. 

 

Puede ser 
en la misma 
vía 
administrativ
a donde se 
puede 
probar la 
veracidad de 
su 
declaración, 
por cuanto 
se tiene la 
obligación 
de notificarlo 
para que 
proceda a su 
descargo 
correspondi
ente, en 
cuanto a la 
supuesta 
falsedad de 
su 
declaración. 

En toda 
etapa, 
siempre y 
cuando 
sea 
requerido 
por parte 
de la 
administra
ción. 

 

Atendiendo el 
principio de 
impulso de 
oficio, y en 
tanto sea la 
autoridad 
administrativa 
quien ejecute 
todos los actos 
destinados al 
esclarecimient
o de los 
hechos, ello 
implicará a 
que el 
administrado 
en el contexto 
del 
procedimiento 
pruebe la 
veracidad de 
su 
declaración, 
en tanto sea 
requerido. 

El 
administra
do basado 
en el 
Principio 
de 
veracidad 
o de 
buena fe 
debería en 
la misma 
vía 
administra
tiva probar 
la 
veracidad 
de su 
declaració
n, con los 
beneficios 
que se les 
otorga si lo 
hace por 
voluntad 
propia y de 
intervenir 
la 
administra
ción, 
podría 
incluso 
conceder 
beneficios, 
todo 
dependien
do de la 
naturaleza 
del trámite 
o proceso 
administra
tivo. 

Con 
respecto a 
esta 
incógnita, 
estamos en 
plena 
concordanci
a con lo 
vertido con 
la 
jurisprudenci
a, la misma 
que ha 
referido “La 
Ley de 
procedimient
o 
administrativ
o indica que 
la carga de 
la prueba se 
rige por el 
principio de 
impulso de 
oficio, por lo 
que esta 
resulta bajo 
responsabili
dad de la 
autoridad 
administrativ
a, por lo que 
es esta la 
que debe de 
obtener el 
material 
probatorio 
idóneo para 
resolver” 
(EXP. N° 
7169-2014, 
Nulidad de 
Acto 

Considero 
que 
dependerá 
del caso en 
concreto, 
dado que, le 
puede 
corresponde
r a la 
administraci
ón o al 
administrado
. Nos 
tenemos que 
preguntar 
quién se 
encuentra 
en la mejor 
posibilidad 
de acreditar.  

 

Seis de los 
entrevista
dos 
coinciden 
en afirmar 
que el 
administra
do tiene la 
obligación 
de probar 
su 
declaració
n 
expresada 
cuando 
postula su 
pretención 
administra
tiva. 

.se tuvo 
a cuatro 
entrevist
ados 
que han 
concord
ado en 
sostener 
que el 
administ
rado 
debe de 
probar 
su 
declarac
ión 
presenta
da 
cuando 
la 
administ
ración 
pública 
lo 
requiera. 

En base a las 
respuestas 
descritas, se 
puede 
determinar que 
le corresponde 
probar al 
administrado la 
veracidad de su 
declaración 
cuando postula 
su pretensión, 
ante el 
requerimiento de 
la entidad 
administrativa, y 
de manera 
específica en los 
procedimientos 
litigiosos, y en 
consideración al 
principio de 
impulso de 
oficio, también la 
entidad 
administrativa le 
corresponde la 
carga de la 
prueba, empero, 
la misma es de 
naturaleza 
facultativa 



Anexo 3: Matriz de Análisis de Items 

prueba al 
corroborar 
la 
informació
n de las 
declaracio
nes 
presentad
as por los 
administra
dos; sin 
embargo, 
ningún 
vinculado 
y es 
determina
do con 
otro, esto 
es, se 
conjugan 
pero se 
especifica 
que la 
facultad 
recae 
sobre la 
administra
ción 
pública. 

Administrativ
o – Defensa
de los
Derechos
del
Consumidor
– 24°
Juzgado
Contencioso
Administrativ
o)

CATEGORÍAS SUBCATEGORÍA 
ÍTEMS 

Principio de 
Mínima 

Intervención 
Penal 

Fragmentariedad 
¿Considera usted que, en base a la fragmentariedad la conducta consistente en expresar una falsa 
declaración en un procedimiento administrativo debe ser atendida en la vía penal? 

Subsidiariedad 
¿Qué finalidad cumpliría el Derecho Penal atendiendo su carácter subsidiario, ante la existencia del control 
de veracidad en la vía administrativa? 

Proporcionalidad ¿Cree usted que el legislador del Código Penal de 1991, al criminalizar la conducta de Falsa Declaración 
en Procedimiento Administrativo ha tenido en consideración el carácter proporcional del Derecho Penal? 



Investigación 
Preliminar 

Diligencias urgentes e 
inaplazables 

¿En qué supuestos de investigación sobre el delito de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo 
se efectúan diligencias urgentes e inaplazables? 

Diligencia sin sospecha 
o con sospecha.

¿Cuándo se realiza una investigación sin sospecha o con sospecha en el delito de Falsa Declaración en 
Procedimiento Administrativo? 

Diligencias simples o 
complejas. 

¿Considera usted que en la investigación del tipo penal de Falsa Declaración en Procedimiento 
Administrativo se efectúan diligencias simples o complejas? 

Delito de Falsa 
Declaración en 
Procedimiento 
Administrativo 

Procedimientos 
Administrativos. 

¿En qué procedimiento administrativo se configura el delito de Falsa Declaración en Procedimiento 

Administrativo? 

Control posterior de 
veracidad. 

¿Creed usted que el control de veracidad ejercido en la vía administrativa resulta eficaz en comparación al 
Derecho Penal respecto al delito de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo? 

¿Cómo el control de veracidad posterior al acto administrativo salvaguarda la correcta Administración 
Pública? 

Corresponde probar la 
veracidad declarada. 

¿Cuándo corresponde al administrado probar la veracidad de su declaración, si en vía administrativa se 
cuenta con el Principio de Impulso de Oficio? 



Anexo 4:   Matriz De Respuestas 

Categoría N° 01: Principio de mínima intervención penal. 

Sub Categorías: Fragmentariedad, subsidiariedad y proporcionalidad. 

Tabla 4 

Sub Categoría 1 – Fragmentariedad: ¿Considera usted que, en base a la 

fragmentariedad la conducta consistente en expresar una falsa declaración en un 

procedimiento administrativo debe ser atendida en la vía penal? Explique. 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) 
No, siempre que la conducta realizada no cause un grave daño a la 

administración pública. 

Lozano (2020) 

La fragmentariedad del derecho penal, al corresponderle la utilidad y necesidad 

de la regulación conductual de los individuos de la sociedad, y la comisión del 

tipo penal de falsa declaración en procedimiento administrativo, donde el 

administrado actúa con dolo en la ejecución de una acción directa con el 

propósito de perjudicar la adecuada administración de justicia, corresponde que 

dicho accionar sea atendido en la vía penal, debido a que la misma ha sido 

criminalizado y reputada en nuestro Código Penal. 

Quispe (2020) 

El delito de falsa declaración en procedimiento administrativo ha sido 

criminalizado por el legislador por razones de política criminal, y acorde a su 

elemento subjetivo, éste se configura con conocimiento y voluntad, siendo de 

mera actividad su ejecución, por lo cual, la vía penal es la idónea para atender 

la conducta delictuosa consistente en expresar una declaración falsa en un 

procedimiento administrativo, en base a su utilidad para la prevención del delito. 

Arce (2020) 

No resultaría coherente que sea punible la conducta de una falsa declaración 

en procedimiento administrativo, en tanto, existe otra vía como la administrativa 

que se ocupa, además que con ello se entendería que la vía extrapenal ha 

fallado como instrumento para el restablecimiento del orden jurídico. 

Trujillo (2020) 

La fragmentariedad conceptualmente hablando, implica que el derecho no 

sanciona toda las conductas que vulneran los bienes jurídicos, sino solo las 

modalidades que resulten o generen mayor o un potencial peligro a dichos 



bienes jurídicos; en ese sentido, a mi criterio, considerando que una declaración 

falsa que se produzca dentro de un procedimiento administrativo, debe ser 

sancionado dentro de ese mismo ámbito, siempre y cuando tenga como interés 

facilitar un aprovechamiento del declarante; a ello se debe resaltar que el 

Derecho Penal resulta ser la última ratio. 

Villena (2020) 

No, porque al tratarse de un procedimiento administrativo, en esa etapa también 

se fija sanciones. 

Farje (2020) 

Sí, siempre y cuando que procedimientos iniciados en la vía extrapenal, resulten 

exiguos para dilucidar la materia, no obstante, el principio de fragmentariedad 

no debe reducir su postulación a que solo sea atendible en ámbito penal, 

conductas que revistan gravedad, por el contrario, la intervención del derecho 

penal debe abarcar aun cuando la conducta no sea gravosa o cuando en vía 

extrapenal resulte insuficiente la resolución del caso propuesto. 

Sulca (2020) 

Debería despenalizarse dicha conducta, teniendo presente que existe otros 

tipos penales que sancionan conductas ilícitas si es que el administrado inserta 

hechos o datos falsos en documentos, así tenemos el delito de falsificación de 

documento en general, falsedad ideológica, falsedad genérica e incluso fraude 

procesal, ello basado en el principio de especialidad; o de ser el caso, al tratarse 

de procedimientos administrativos, es en dicha vía donde se debe de resolver 

tal situación denegando el acto administrativo que pretende obtener el 

administrado y advertir los ilícitos antes mencionados, comunicando al 

Ministerio Público. 

Mendoza (2020) 

Sí, porque la conducta dolosa, en el delito de falsa declaración en un 

procedimiento administrativo, consiste en falsear una declaración en relación a 

hechos o circunstancias, violentando la presunción de veracidad, contenida en 

la Ley. 

García (2020) 

Considero que sí. Justamente el legislador luego de evaluar la fragmentariedad 

del derecho penal y evidenciando una grave afectación al bien jurídico “normal 

funcionamiento de la administración pública” creó el delito de falsa declaración 

en procedimiento administrativo tipificándolo en el artículo 411° del Código 

Penal. 



Análisis interpretativo 

Los descargos de los entrevistados no han resultado de manera uniforme, debido 

a que la mitad de los expertos han considerado que la conducta del delito materia 

de estudio debe de ser atendido en la vía penal, sin embargo, la otra mitad sostiene 

que la conducta reputada no debe de ser atendida por el derecho penal, postulando 

la descriminalización o la sanción administrativa, respectivamente. 

Tabla 5 

Sub Categoría 2 – Subsidiariedad: ¿Qué finalidad cumpliría el Derecho Penal 

atendiendo su carácter subsidiario, ante la existencia del control de veracidad en la 

vía administrativa? Explique. 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) 

Una finalidad de control formal en la medida que se ocasione un grave perjuicio 

en sede administrativa. 

Lozano (2020) 

Si bien es cierto, bajo los alcances del carácter subsidiario el derecho penal se 

compone por ser se ultima razón, esto es, como última línea del derecho para 

regular las conductas, ante la existencia de otras vías como control que 

permitan atender la reprochabilidad de la conducta recriminada; también es 

cierto que, en vía administrativa encontramos el control posterior de veracidad, 

posterioridad a la declaración expuesta por el administrado, empero, atendiendo 

la naturaleza del control, éste no tiene la misma finalidad que el derecho penal, 

el cual sancionada la dañosidad efectuada a la administración pública, en 

cambio la sanción que emana del control, es netamente administrativa que 

recae sobre los efectos del accionar. 

Quispe (2020) 

La finalidad de la mínima intervención del derecho penal se podría conjugar en 

base control de veracidad en la vía administrativa, empero, esta resulta posterior 

al acto criminalizado, es decir, que la acción reprochable penalmente ya se 

efectuó, ingresando al tráfico jurídico lo declarado, por ello de ahí que, la mínima 

intervención perdería su utilidad, toda vez que, conforme a mi respuesta 

anterior, la acción delictuosa debe de ser atendida en la vía penal. 

Arce (2020) Como último recurso disuasivo. 

Trujillo (2020) 
Definitivamente el Derecho Penal tendría o cumpliría una finalidad 

sancionadora, pues dentro de la legislación vigente, la falsedad de una 



Análisis interpretativo 

Los conocedores experimentados han diferido respecto a la finalidad de derecho 

penal ante la existencia del control de veracidad administrativo, debido a que 6 de 

ellos de manera general precisaron que la finalidad del derecho penal es distinta al 

declaración en un procedimiento administrativo, deviene ser una conducta 

antijurídica. 

Villena (2020) 

Ninguna, porque se entiende en el procedimiento administrativo se rige por 

principios y de encontrarse una falsa declaración, se va ser sujeto a sanciones. 

Farje (2020) 

La expresión presunción de veracidad, delimita la buena fe otorgada al 

administrado en la proyección de un trámite, sin embargo, ante la fractura de 

dicha buena fe, no resulta suficiente que se considere la continuación del trámite 

ante la falta detectada, pues, tratándose de documentos o declaraciones 

alterados bajo un contexto de intencionalidad, el derecho penal deja de tener el 

carácter subsidiario, por cuanto, el control de veracidad ha sido quebrantado, 

resultando atendible su intervención, ello atendiendo a que la conducta 

antijurídica ha quedado subsumida en el tipo penal correspondiente, la misma 

que no resultaría eficiente su atención en vía extrapenal. 

Sulca (2020) 

La finalidad del derecho penal es la protección de bienes jurídicos o la vigencia 

de las normas, de acuerdo a las teorías existentes; y, dado el carácter 

subsidiario del derecho penal, solo debería intervenir en casos excepcionales, 

como en el caso donde el delito se puede sub sumir en otros tipos penales, 

quedando como una infracción administrativa que ameritarían sanciones 

pecuniarias, suspensión temporal o definitiva, inhabilitación administrativa, etc. 

Mendoza (2020) 

El Derecho Penal, persigue, en estricto, la plena conducta dolosa del agente 

activo, quien, pese a conocer las consecuencias de realizar una falsa 

declaración, en un procedimiento administrativo, ya establecido con sus debidos 

parámetros legales, falsea la verdad, contraviniendo el principio de veracidad, 

por lo tanto, la finalidad del Derecho Penal, en este extremo, es la persecución 

de la conducta dolosa predeterminada del agente activo. 

García (2020) 

El derecho penal al sancionar con pena privativa de la libertad la conducta de 

falsa declaración en procedimiento administrativo cumpliría una finalidad 

preventiva y especial, finalidades que el derecho administrativo no persigue. 



control de la vía administrativa, mientras que 1 de los restantes, indicó que la vía 

penal tiene como finalidad controlar, otros de ellos, que su finalidad es la prevención 

de delitos, así como otro, que resultaría un último recurso disuasivo, y finalmente el 

último de ellos, precisó que tiene una finalidad sancionadora. 

Tabla 6 

Sub Categoría 3 – Proporcionalidad: ¿Cree usted que el legislador del Código Penal 

de 1991, al criminalizar la conducta de Falsa Declaración en Procedimiento 

Administrativo ha tenido en consideración el carácter proporcional del Derecho 

Penal? Explique. 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) 

No, pues, en ese período de tiempo, no existía en el Perú una Ley de 

Procedimiento Administrativo tan elaborada como existe actualmente ni un 

desarrollo doctrinario amplio del derecho administrativo, que le haya permitido 

al legislador nacional tener un mejor alcance sobre la criminalización del delito 

comentado. 

Lozano (2020) 

Nuestro último código penal de 1991, reformado en vía de mejores regulaciones 

conductuales en visión de espejo con el derecho de comparado, y por las 

actuales razones de política criminal de aquel momento social, el legislador al 

atender la proporcionalidad del derecho penal ante la dañosidad de la acción 

incriminada, consideró la reprochabilidad en vía penal sobre la acción del 

administrador al realizar una declaración falsa sobre circunstancias o hechos 

ante la administración pública; sin embargo, no debemos de perder la noción de 

la evolución de la humanidad y de la sociedad. 

Quispe (2020) 

Cuando el legislador recrimina una conducta reprochable en la sociedad, la 

efectúa por razones de política criminal, al haberse evidencia un común 

denominador que fue utilizado por los administrados en perjuicio de la 

administración pública, por lo cual, el legislador de ese entonces, conforme a la 

realidad social de aquel momento, consideró el daño que se causaba a la 

administración pública con la acción delictuosa, habiendo valorado la 

persección de la sociedad sobre la dañosidad, y así recriminó la conducta. 

Arce (2020) 

No, debido a que no es proporcional a los fines disuasivos como última instancia 

del derecho penal, cuando también se ocupa al respecto el derecho 

administrativo. 



Trujillo (2020) 

La norma indica la falsa declaración viola el principio de la presunción de 

veracidad, y eso es precisamente lo que se sancionado, es decir es el verbo 

rector del tipo penal en cuestión; por ende podría tener asidero el carácter 

proporcional del Derecho Penal para sancionarlo, sin embargo, en la actualidad 

se viven otros tiempos y otras realidades, donde la delincuencia ha ganado 

espacios, siendo mi criterio que sin restar importancia al delito en cuestión, 

pienso que ello deberá ser sancionado dentro de un ámbito distinto al Penal. 

Villena (2020) 

No, porque las penas no han servido para disminuir el tipo de delito por falsa 

declaración. El administrado está más pendiente de las sanciones por parte de 

la entidad. 

Farje (2020) 

Atendiendo a que la imposición de una medida de carácter penal se encuentra 

situada a prevenir o reprimir comportamientos delictivos, en esa secuencia, el 

legislador si habría tenido atención en delimitar el carácter proporcional del 

derecho penal, pues, no toda situación que implique estar inmerso en una 

infracción en el ámbito del derecho administrativo corresponderá ser verificada 

en el ámbito penal, pues aquella requerirá determinadas características 

especiales exigibles en el tipo penal. 

Sulca (2020) 

Considero que la mayoría de legisladores durante los últimos años, han venido 

criminalizando diferentes conductas que deben de ser sancionadas mediante 

diferentes actos de control social, como es en la propia vía administrativa, y no 

han considerado la existencia de otros tipos penales, de allí que inclusive por 

técnica legislativa está ubicado en los delitos contra la administración de función 

jurisdiccional cuando lo que se trata es sancionar la falsa declaración en un 

procedimiento administrativo, más no en un procedimiento judicial. 

Mendoza (2020) 

Si, ya que, al momento de realizar la falsa declaración, el agente activo tiene 

pleno dominio del hecho, por lo tanto, la conducta dolosa se encuentra 

plenamente acreditada, siendo así, de obtener un beneficio con la inserción de 

una falsa declaración, obtiene un beneficio indebido, conducta que resulta 

reprochable en el derecho penal.   

García (2020) 

Considero que sí. El legislador al sancionar dicha conducta como delito de Falsa 

Declaración en procedimiento administrativo ha considerado de suma 

importancia proteger el bien jurídico: correcto funcionamiento de la 



Análisis interpretativo: 

Respecto a la consideración de la proporcionalidad en la criminalización de la 

conducta del tipo penal estudiado, el 60% de los entrevistado ha sostenido que el 

legislador a reprochar la acción a toma en consideración la proporcionalidad del 

derecho penal ante el administrativo, alegando que éste consideró el daño 

efectuado a la administración pública, mientras que el 40% de los expertos ha 

sostenido la falta de consideración de la proporcionalidad cuando se recriminó la 

conducta, al valorar que no l penalización no disuade la comisión del delito. 

Categoría N° 02: Investigación preliminar. 

Sub Categorías: Diligencias urgentes e inaplazables, diligencias sin sospecha o con 

sospecha y diligencias simples o complejas. 

Tabla 7  

Sub Categoría 1 – Diligencias urgentes e inaplazables: ¿En qué supuestos de 

investigación sobre el delito de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo 

se efectúan diligencias urgentes e inaplazables? Explique. 

administración pública. 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) En los casos de flagrancia delictiva. 

Lozano (2020) 

Atendiendo el común denominador, de la forma como se pone en conocimiento 

en la vía penal, la noticia de la acción delictuosa, que proviene por la propia 

acción de verificación efectuada por la administración pública, donde se ha 

corroborado la información declarada; la investigación para éste delito 

considerado como un tipo de bagatela, las diligencias que se ejecutan son 

simples al corresponder a la toma de las declaraciones de las partes 

involucradas y a la conformación de lo advertido sobre la información verificada 

en la vía administrativa, por lo cual, ésta diligencias resulta urgentes e 

inaplazables, y al efectuarse se estaría ante una investigación completa. 



Quispe (2020) 

Conforme a lo que se efectúa en la práctica, en todos los casos se realizan 

diligencias urgentes e inaplazables, debido a que la investigación del tipo penal 

de falsa declaración en procedimiento administrativo no reviste de mayor 

complejidad, más aún, si la noticia criminal en la mayoría de los casos proviene 

del control de auditoria, donde para verificar la veracidad de lo declarado se 

recaba información de la misma, así las cosas, la investigación se compone por 

simple actuaciones, declaraciones y verificación de lo expresado en la vía 

administrativa. 

Arce (2020) 

En los supuestos de riesgo de obtener información que comprobaría si estamos 

ante una falsa declaración como la muestra del otorgante de un documento, 

deterioro de documentación e información por ciertas circunstancias, entre 

otros. 

Trujillo (2020) 
Cuando el agente es descubierto en el mismo instante en que efectuó la falsa 

declaración. 

Villena (2020) En la realidad, son deficientes. Se justifican por la carga de expedientes. 

Farje (2020) 

Respecto a las diligencias urgentes e inaplazables, estas no quedan 

restringidas a un espacio temporal, sin embargo, del planteamiento de la 

pregunta, y amparados por   el aspecto temporal restringido, el   proyecto de las 

diligencias urgentes e inaplazables tendrá trascendencia en el ámbito de la 

flagrancia ello con el objeto de demarcar el aspecto del contexto delictivo 

incursionado. 

Sulca (2020) 

Se efectúan diligencias urgentes e inaplazables en casos de procesos 

administrativos de contrataciones y adquisiciones con el Estado, esto es, la 

intervención de empresas o personas que contraten con el Estado, y más aún, 

en casos que la finalidad de las contrataciones estén referidos a actos de ayuda 

social, o en estado de emergencia (pandemia. COVID 19, inundaciones, 

terremotos, o referidos para proveer de sostenimiento a personas vulnerables, 

etc.). 

Mendoza (2020) 

La recaudación del documento original del cual, se presume que, el agente 

activo realizo la falsa declaración, ello con la finalidad de que, durante el 

proceso, esta pueda ser sometida a las pericias de Grafotécnica 

correspondientes, puesto que, al momento de introducir una falsa declaración, 

estaba debe contener los requisitos legales para su introducción o aceptación 

en trámite, como lo son las firmas, huellas dactilares, etc. 



Análisis interpretativo 

Sobre el supuesto de dónde se efectúan diligencias urgentes e inaplazables, de 

manera unitaria han sostenido que las mismas se efectúan en los casos de 

flagrancias, y si bien es cierto, el tipo penal materia de estudio por la naturaleza de 

la noticia criminal proveniente de la vía administrativa, no se efectúa en los 

supuestos de flagrancia, también es cierto que, las mismas se efectúan a razón del 

peligro de la demora, por ello las diligencias que se efectúan en el estadio preliminar 

resultan urgentes e inaplazables. 

Tabla 8 

Sub Categoría 2 – Diligencias sin sospechas o con sospechas: ¿Cuándo se realiza 

una investigación sin sospecha o con sospecha en el delito de Falsa Declaración 

en Procedimiento Administrativo? Explique. 

García (2020) 

Las diligencias urgentes e inaplazables se realizan generalmente cuando existe 

flagrancia y detención por comisión de un delito. Considero que es nula la 

posibilidad en que en estos delitos exista flagrancia, sin perjuicio de ello, se 

realizarán de manera urgente e inaplazable las diligencias cuando exista peligro 

de que por la demora las evidencias desaparezcan o los testigos no puedan 

rendir su testimonio. 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) 

La investigación se lleva a cabo cuando exista sospecha o indicios de la 

comisión delictiva y la administración pública ha detectado discordancia entre lo 

declarado por el administrado y lo que aquélla ha verificado posteriormente. 

Lozano (2020) 

Para tener una sospecha se debe de constar con un punto de partida objetivo, 

en cambio, ante la falta de sospecha nos encontramos ante una mera 

referencia, así las cosas, en lo concerniente al delito de falsa declaración en 

procedimiento administrativo se afirma que su investigación nace a través de 

una sospecha, toda vez que, el conocimiento de la acción incriminada se realiza 

por la acción de la administración pública tras el control de veracidad en 

auditoria, sin embargo, no se conoce caso alguno donde la investigación por 



éste delito se haya efectuado de manera oficiosa por el titular de la acción penal, 

en base a las meras referencias trasmitidas en algún medio de comunicación 

periodístico. 

Quispe (2020) 

Estando en coherencia con mi respuesta anterior, conforme he precisado, la 

noticia criminal nace de un control de auditoria, de veracidad sobre lo declarado 

por el administrado, es así que, por dicha verificación cuando se presente el 

conocimiento de la acción reprochable, ya se tiene una sospecha simple, tanto 

por la comunicación propia de la administración pública como por la 

corroboración de la información que habría presentado el administrado; por ello, 

la investigación preliminar inicia con punto de partida objetivo, y no meramente 

referencia, como sucede en los casos que la investigación se realiza de manera 

oficiosa, en donde no se cuenta con una sospecha objetiva. 

Arce (2020) 

Sin sospecha cuando la fiscalía obtiene información sin que la administración 

haya iniciado alguna verificación o comprobación, y con sospecha cuando la 

fiscalía recibe información de la administración a través de una denuncia 

después de haber realizado un proceso de verificación o comprobación. 

Trujillo (2020) 
Dentro de un proceso de Fiscalización y/o Control documentaria. 

Villena (2020) 

Cuando existe inconsistencia en el resultado de un procedimiento administrativo 

y por tanto se tiene el permiso de realizar una investigación con fecha posterior. 

Farje (2020) 

Atendiendo al principio de presunción de veracidad, se presume que todo 

aquello que presenta (documentos) o declara el administrado, responde a la 

verdad, en atención a ello, la fractura de aquella buena fe depositada, 

determinará que el marco de investigación sea contextualizado siempre en el 

ámbito de sospecha en su tramitación. 

Sulca (2020) 

Una investigación sin sospecha se efectúa cuando la administración pública a 

través de sus órganos de control interno inicia procedimientos administrativos 

de control comparte de su labor, en tanto que la investigación por sospecha está 

vinculada a denuncias pública y generalmente se da en situaciones de 

asistencia social o de interés social que afectan a la sociedad en su conjunto. 

Mendoza (2020) 

Para el inicio de una investigación, se requiere una sospecha aparente de la 

comisión de un delito, siendo así, no se admite iniciar una investigación sin 

sospecha aparente, es por ello que, al momento de que una institución 



Análisis interpretativo 

En cuanto a la realización de una investigación con o sin sospecha sobre el delito 

estudiado, los entrevistados en su forma conjunta han precisado que acorde a las 

casuísticas por lo general la investigación para éste delito se inicia con una 

sospecha que es proporcionada por la vía administrativa por el control o 

fiscalización, es decir, es la entidad administrativa que proporciona la información 

de la conducta delictuosa tras haber corroborado la declaración falsa del 

administrado. 

Tabla 9 

Sub Categoría 3 – Diligencias simples o complejas: ¿Considera usted que en la 

investigación del tipo penal de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo 

se efectúan diligencias simples o complejas? Explique. 

administrativa advierte sobre una falsa declaración en procedimiento 

administrativo, este remite el supuesto documento insertado a la instancia 

penal, para su trámite dentro de la vía correspondiente. 

García (2020) 

Considero que necesariamente en este delito tiene que existe mínimamente una 

sospecha simple para iniciar diligencias preliminares. 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) 

Las diligencias simples se efectúan cuando no hay mayor cantidad de actos de 

investigación que realizar para comprobar la evidencia de la comisión del delito, 

mientras que las complejas importan lo contrario.  

Lozano (2020) 

Para determinar la complejidad de una investigación se considera la naturaleza 

del delito, el concurso con otro tipo penal y la cantidad de involucrados, es así 

que, el delito de falsa declaración en procedimiento administrativo, conforme a 

los casos vistos en la práctica, y a la previa corrobación de la información falsa, 

la investigación para éste delito no se involucra en una esfera compleja, debido 

a que no se tiene diligencia distinta a la recepción de las declaraciones de los 

involucrados y la verificación de la información falsa ante la entidad estatal, 

persona jurídica o natural. 



Quispe (2020) 

Conforme a mis posturas expresadas precedentemente, la investigación del 

delito de falsa declaración de procedimiento administrativo no reviste de mayor 

complejidad, acorde a lo percibido en la práctica, las diligencias empleadas son 

simples, más aún, cuando ya se tiene la verificación de la información declarada 

por el administrado, corroboración efectuada en la vía administrativa; sin 

embargo, distinto sería el caso, donde la comisión de éste delito se vincule a 

otros delitos y éstos a su vez formen parte de acciones que corresponden a una 

asociación ilícita u organización criminal, claro está cuando las acciones se 

realizan dentro de la administración pública. 

Arce (2020) 

Se efectúan diligencias simples basadas en la comprobación de si lo detectado 

es o no contrario a la verdad. 

Trujillo (2020) 

En todo tipo de investigación se tiene la obligación de llevar a cabo diligencias 

para el esclarecimiento de los hechos, ahora bien, si las diligencias son simples, 

y ello conlleva a llevar a cabo diligencias complejas, ello se daría de acuerdo al 

avance de las mismas. 

Villena (2020) 
Simple. Porque, es considerado un delito menor. 

Farje (2020) 

El ámbito de verificación de las diligencias preliminares en su contexto simples 

o complejas estará determinado por cada caso en concreto, en atención a ello

es que se materializarán el tenor de las diligencias a proponer, esto es, por regla 

el plazo de investigación preliminar corresponde a (60) días, sin embargo, nada 

impide a que dicho plazo sea contextualizado bajo el argumento de la 

complejidad del mismo, en atención a ello, el plazo abarcaría a (08) meses, en 

uno y otro caso las diligencias a proponer diferirán por la simplicidad o gravedad 

del caso. 

Sulca (2020) 

En principio al efectuarse la investigación no se debe calificar de diligencias de 

simples o complejas, importantes o no, sino real una verdadera investigación de 

la existencia o no de delito así como de la responsabilidad penal del presunto 

autor, sin afectarse el debido proceso; sin embargo, si queremos delimitar en 

diligencias simples o complejas, entiéndase diligencias complejas las que se 

dan en el marco de un proceso administrativo si se trata de concursos públicos 

en procesos de contratación y adquisiciones, y diligencias simples en procesos 

administrativos para obtención de licencias de funcionamiento, rendición de 

cuentas, etc. 



Análisis interpretativo 

Los expertos de forma mayoritaria han coincidido en sostener que las diligencias 

para el tipo penal estudiado resultan simples, debido a que el mismo constituye un 

delito menor que no reviste de mayor complejidad, mientras que la minoría bajo la 

apreciación de que en la investigación se requiere de pericias especiales o la 

vinculación a otros delitos, han indicado que la investigación correspondería a una 

de naturaleza compleja. 

Categoría N° 03: Delito de falsa declaración en procedimiento administrativo. 

Sub Categorías: Procedimientos administrativos, control posterior de veracidad y 

corresponde probar la veracidad declarada. 

Tabla 10 

Sub Categoría 1 – Procedimientos Administrativos: ¿En qué procedimiento 

administrativo se configura el delito de Falsa Declaración en Procedimiento 

Administrativo? Explique. 

Mendoza (2020) 

Estando a que, en el Distrito Fiscal de Lima se encuentra vigente el Código de 

Procedimientos Penales, las diligencias se tienen resueltas en un plazo 

razonable, en consecuencia, la simpleza o complejidad de la carga de la prueba 

pudiera variar, en base a otros factores contenidos dentro de la investigación, 

como lo son: la cantidad de investigados o procesados, la recaudación de los 

documentos incriminados, la realización de las pericias de Grafotécnica, etc, 

más para fines prácticos, las diligencias tienen un carácter de complejidad, 

puesto que, merecen un debido estudio, contando para ello, la recaudación de 

pruebas eficaces que determinen a ciencia cierta la responsabilidad penal del 

investigado o procesado. 

García (2020) 

Las diligencias simples o complejas dependerán de cada caso concreto. 

Pueden resultar complejas cuando existe un gran número de coautores, un gran 

número de falsas declaraciones o pericias que realizar, entre otros.  

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) Se configura en cualquier procedimiento que se inicie ante la administración 



pública. 

Lozano (2020) 

De conformidad a lo expuesto por la Corte Suprema de Justicia de la República 

la conducta del delito de falsa declaración en procedimiento administrativo debe 

de ser realizada en los procedimientos controvertidos, al sostener que acorde 

al elemento del tipo penal que especifica que la carga de la prueba le 

corresponde al administrado, desvinculando así a los demás procedimientos 

donde que carezca de naturaleza contenciosa. 

Quispe (2020) 

La Corte Suprema de Justicia de la República ha adoptado dos posturas, una 

que establece que el delito de efectúa en todos los procedimientos 

administrativos, al sostener que la norma no realiza distinción, y la otra, al 

considerar el elemento objetivo que le corresponde probar al administrado, 

determina que sólo en los procedimientos litigiosos se puede efectuar el delito 

materia de comentario, debido a que en los mismos el administrado tiene la 

carga de la prueba sobre sus declaraciones expresadas como parte de sus 

postulados. 

Arce (2020) 
En los procedimientos trilaterales y sancionadores que sean contenciosos, 

controvertidos y/o litigiosos. 

Trujillo (2020) 

En todo tipo de procedimiento administrativo se puede configurar el delito de 

falsa declaración en procedimiento administrativo, basta sola la falsedad de la 

información y que se viole la presunción de veracidad. 

Villena (2020) Cuando el administrado declara en falso o altera una situación. 

Farje (2020) 

En los procedimientos administrativos de carácter litigiosos, vale decir, en los 

procesos administrativos de connotación trilateral o sancionador. 

Sulca (2020) 

Se puede configurar en un concurso de méritos para ocupar un cargo público, 

como es presentar declaraciones juradas falsa de impedimento o 

incompatibilidad por razón de parentesco; así como en procesos de 

contrataciones con el Estado, a fin de obtener la adjudicación de una obra. 

Mendoza (2020) 

Para mi propia consideración, el tipo penal contenido en el artículo 411° del 

Código Penal – Falsa declaración en Procedimiento Administrativo, la acción 

típica consiste en hacer una falsa declaración en relación a hechos o 

circunstancias que le corresponde probar, vulnerando el principio de veracidad. 

Por lo que comparto lo vertido por parte en la Jurisprudencia, la cual señala que 



Análisis interpretativo 

Considerando la naturaleza de los procedimientos y la descripción de los elementos 

configurativos del delito analizado, conforme a las respuestas emitidas por los 

entrevistados 6 de ellos consideran que éste únicamente se configura en los 

procedimientos litigiosos, controvertidos de carácter contencioso, empero, los 4 

restantes sostienen que ésta acción se puede configurar en cualquier 

procedimiento en donde el administrado efectúe la falsa declaración. 

Tabla 11 

Sub Categoría 2 – Control posterior de veracidad: ¿Creed usted que el control de 

veracidad ejercido en la vía administrativa resulta eficaz en comparación al Derecho 

Penal respecto al delito de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo? 

Explique 

la presunción de veracidad es un principio informador del derecho administrativo 

“consistente en suponer por adelantado y con carácter provisorio que los 

administrados proceden con verdad en sus actuaciones en el procedimiento en 

que intervengan de modo que se invierte la carga de la prueba en el 

procedimiento, sustituyendo la tradicional prueba de previa veracidad a cargo 

del administrado, por la acreditación de la falsedad a cargo de la administración, 

en vía posterior” (Exp. 00578-2019-0-2601-JR-PE-01), ello nos permite 

dilucidar que esta se pueda dar, hasta dentro de la etapa administrativa de 

fiscalización posterior, basta que se advierta, en cualquier etapa, la posible 

comisión de este delito. 

García (2020) 

Haciendo una interpretación restrictiva (en favor del agente), no en todo 

procedimiento administrativo se puede cometer falsa declaración, solo cuando 

se trata de un procedimiento administrativo litigioso donde al agente le 

corresponde probar. 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) 

Sí, siempre que se implementen los controles necesarios para ello y se sancione 

administrativamente. 

Lozano (2020) 

Si consideramos que el control de veracidad sobre la información proporcionada 

por el administrado es posterior al acto administrativo, se puede evidenciar que 

no es eficaz para prevenir la acción contra la administración pública, al haberse 

consumado tanto la acción como el perjuicio; ahora bien, en la vía penal se 



busca resarcir el daño que ha ocasionado, el cual se puede alcanzar en una 

plausible sentencia, empero, mucho de los casos prescriben por la demora del 

propio control administrativo sumado al tiempo de investigación penal; por lo 

cual, la eficacia contra la falsa declaración debe de efectuar antes de su 

ejecución a través de la persección del administrado respecto a las 

consecuencias del posible accionar. 

Quispe (2020) 

El control de veracidad administrativo, así como el ejercicio de la acción penal, 

resultan eficaz, debido a que las sanciones resultan distintas, y a través de éstas 

dos se busca la prevención del delito, brindando un mensaje de persección a 

los administrados que influya en su voluntad de accionar contra la 

administración pública. 

Arce (2020) 

Sí, porque se busca establecer si la declaración vertida es falsa o no; no 

obstante, ramas de derecho responden a distintos fines. 

Trujillo (2020) 

No se puede restar importancia al control de veracidad que se ejerce en la vía 

administrativa, pues en muchos casos la justicia corrobora esta veracidad 

disponiendo nuevos exámenes periciales complementarios efectuados por 

órganos distintos a los de la vía administrativa. 

Villena (2020) 

Definitivamente sí, porque el administrado teme ser amonestado o registrado 

en el sistema de la entidad. 

Farje (2020) 

No, por cuanto, el ámbito de presunción de veracidad implica, que todo aquello 

que se haga entrega (documento) o se declare, sea considerado como verdad 

de los hechos que se afirman, bajo esta postura, en la actualidad, muchos 

procedimientos en vía administrativa concluidos y sin mayor verificación, hayan 

podido en su trámite bajo el postulado de presunción de veracidad, estar 

inmersos bajo datos que no corresponden a la licitud y que no han merecido 

mayor verificación amparados bajo dicho principio o con clara la intencionalidad 

de sus funcionarios. 

Sulca (2020) 

No, porque los órganos de control o encargados de fiscalización no realizan 

tales labores, y más aún porque se rigen en el Principio de veracidad o de buena 

fe de los administrados, por lo que considero que inmediatamente los 

administrados presenten sus documentos en un trámite o procedimiento 

administrativo, deben ser fiscalizados antes que la administración emita 

pronunciamiento. Y, asimismo, el derecho penal también no resulta eficaz por 

cuanto si bien se sobrecriminaliza las conductas, las penas que se imponen no 



Análisis interpretativo 

Acorde a las repuestas de los expertos, éstos respecto a la eficacia del control de 

veracidad administrativo sobre el derecho penal sobre el delito en estudio, en una 

70% han sostenido que el primer control en cuanto al segundo es más eficaz, 

mientras que el 30% han postulados que el control administrativo no es más eficaz 

que la vía penal, en consideración a los fines de cada uno particularmente. 

Tabla 12 

Sub Categoría 2 – Control posterior de veracidad: ¿Cómo el control de veracidad 

posterior al acto administrativo salvaguarda la correcta Administración Pública? 

Explique.

son disuasivas, no cumpliendo la finalidad de la pena, siendo más disuasiva 

sanciones administrativas dependiendo de la naturaleza del proceso 

administrativo. 

Mendoza (2020) 

Si, puesto que, al contar con diversos mecanismos, previos o posteriores, el 

objetivo de estos mecanismos administrativos, pese a tener una sanción 

administrativa en su vía, es la de advertir el accionar doloso del agente activo, 

el mismo que con pleno conocimiento inserta una falsa declaración en un 

procedimiento, ello con la finalidad de obtener un beneficio propio.  

García (2020) 

Considero que no. Por las consecuencias jurídicas de cada vía (penal o 

administrativa). 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) Sí, en la medida que se realice oportunamente. 

Lozano (2020) 

El control posterior de veracidad respecto a la declaración del administrado, 

advierte una afectación en la protección de una correcta administración pública, 

su propósito medular al advertir el perjuicio causado sobre la entidad y tras la 

verificación de la falsedad, se direcciona a resarcir el perjuicio ocasionado 

mediante la vía penal sobre la posible reparación civil. 



Análisis interpretativo 

Casi todos los expertos sostienen que el control de veracidad administrativo protege 

la correcta actuación de la administración pública, preciando que conforme a su 

finalidad se debe de actuar oportunamente en la comprobación debida de la 

Quispe (2020) 

Éste control de veracidad posterior, se conjuga con el Principio de Presunción 

de Veracidad que busca simplificar el procedimiento administrativo, es así que, 

salvaguarda la administración pública cuando detecta la falsedad y emite las 

sanciones administrativas correspondientes y a través de la vía penal el 

resarcimiento al daño ocasionado. 

Arce (2020) 

Esto mediante la comprobación de que los documentos presentados y 

declaraciones efectuadas responden o no a la verdad. 

Trujillo (2020) 

Precisamente es el control de veracidad, es el acto que se realiza para 

salvaguardar la correcta Administración de Justicia. 

Villena (2020) 

Porque permite revisar y constatar que lo recibido por parte del administrado es 

correcto o no. Y más aún permite registrar el comportamiento del administrado 

ante actos posteriores. 

Farje (2020) 

Lo salvaguarda, a fin de destruir la presunción de veracidad, de modo que 

tratándose de procedimientos administrativos de carácter litigioso y haberse 

incurrido en ilicitud en su trámite, se produzca la nulidad del acto y consecuente 

incursión del Ministerio Público. 

Sulca (2020) 

Es lo que actualmente sucede, los órganos de control interno o de fiscalización 

intervienen tardíamente cuando ya se causó la lesión al bien jurídico tutelado o 

a la norma protegida. 

Mendoza (2020) 

Habiendo considerado la respuesta anterior, los controles administrativos, así 

sean posteriores, cuentan con su propia sanción en su vía, contribuyendo ello a 

su correcta administración pública, por cuanto, estos detectan el accionar 

contrario a Ley del agente activo.  

García (2020) 

Considero que en parte sí. Pero con la protección penal se protege de manera 

más eficaz el correcto funcionamiento de la administración pública. 



 

veracidad; sin embargo, de forma solitaria se sostuvo que éste control no resguarda 

la adecuada administración pública, al efectuar posterior al acto administrativo, 

cuando el daño ya se habría causado. 

 

Tabla 13  

Sub Categoría 3 – Corresponde probar la veracidad declarada: ¿Cuándo 

corresponde al administrado probar la veracidad de su declaración, si en vía 

administrativa se cuenta con el Principio de Impulso de Oficio? Explique. 

Entrevistado Respuesta 

Solís (2020) 

Cuando la administración pública advierta y notifique al administrado una 

situación anómala que él tiene que demostrar. 

 

Lozano (2020) 

Si bien es cierto, el Principio de Acción de Oficio habilita a la entidad 

administrativa a actuar de manera oficiosa respecto a la carga de la prueba en 

el procedimiento administrativo, también es cierto que, el administrado al 

postular su pretensión en la vía administrativa, debe de argumentar la misma y 

dotar de fiabilidad, por ello, podemos sostener que ambas partes según el 

estadío procedimental ejercen acción de probanza. 

 

Quispe (2020) 

Acorde a lo advertido por la Corte Suprema de Justicia de la República es en 

los procedimientos litigiosos o controvertidos en donde la carga de la prueba 

también le corresponde al administrado, y si bien es cierto, ello resulta acertado, 

también es cierto que, el Principio de Impulso de Oficio establece que es la 

administración pública que de manera oficiosa efectúa la cargada de la prueba 

al corroborar la información de las declaraciones presentadas por los 

administrados; sin embargo, ningún vinculado y es determinado con otro, esto 

es, se conjugan pero se especifica que la facultad recae sobre la administración 

pública. 

Arce (2020) 

Correspondería cuando así lo establezca el procedimiento, ya que, por lo 

general, luego de la declaración ésta es sometida a un proceso de verificación 

donde el administrado deberá de probar su declaración, lo que se asume como 

obligatorio, en tanto el impulso de oficio es facultativo. 

  

Trujillo (2020) 

Puede ser en la misma vía administrativa donde se puede probar la veracidad 

de su declaración, por cuanto se tiene la obligación de notificarlo para que 

proceda a su descargo correspondiente, en cuanto a la supuesta falsedad de 



 

 

Análisis interpretativo  

En base a las respuestas descritas, se puede determinar que le corresponde probar 

al administrado la veracidad de su declaración cuando postula su pretensión, ante 

el requerimiento de la entidad administrativa, y de manera específica en los 

procedimientos litigiosos, y en consideración al principio de impulso de oficio, 

también la entidad administrativa le corresponde la carga de la prueba, empero, la 

misma es de naturaleza facultativa. 

 

  

su declaración. 

Villena (2020) 
En toda etapa, siempre y cuando sea requerido por parte de la administración. 

 

Farje (2020) 

Atendiendo el principio de impulso de oficio, y en tanto sea la autoridad 

administrativa quien ejecute todos los actos destinados al esclarecimiento de 

los hechos, ello implicará a que el administrado en el contexto del procedimiento 

pruebe la veracidad de su declaración, en tanto sea requerido. 

 

Sulca (2020) 

El administrado basado en el Principio de veracidad o de buena fe debería en 

la misma vía administrativa probar la veracidad de su declaración, con los 

beneficios que se les otorga si lo hace por voluntad propia y de intervenir la 

administración, podría incluso conceder beneficios, todo dependiendo de la 

naturaleza del trámite o proceso administrativo. 

 

Mendoza (2020) 

Con respecto a esta incógnita, estamos en plena concordancia con lo vertido 

con la jurisprudencia, la misma que ha referido “La Ley de procedimiento 

administrativo indica que la carga de la prueba se rige por el principio de impulso 

de oficio, por lo que esta resulta bajo responsabilidad de la autoridad 

administrativa, por lo que es esta la que debe de obtener el material probatorio 

idóneo para resolver” (EXP. N° 7169-2014, Nulidad de Acto Administrativo – 

Defensa de los Derechos del Consumidor – 24° Juzgado Contencioso 

Administrativo). 

 

García (2020) 

Considero que dependerá del caso en concreto, dado que, le puede 

corresponder a la administración o al administrado. Nos tenemos que preguntar 

quién se encuentra en la mejor posibilidad de acreditar.  

 



 

Anexo 5: Instrumento 

 

GUÍA DE ENTREVISTA 

 

TÍTULO: Principio de mínima intervención en investigación preliminar en el delito 

de falsa declaración en procedimiento administrativo Distrito Fiscal Lima 2020. 

 

ENTREVISTADO:  

Cargo/Profesión/Grado académico:  

 

FECHA:  

 

INDICACIONES: El presente instrumento forma parte de una investigación 

jurídica. Se le ruega contestar de forma objetiva. Recuerde que no hay respuestas 

correctas o incorrectas, su participación y experiencia es lo que se valorará. 

 

CATEGORIA N°01 

 

 

 

 

1. Considera Ud., ¿En base a la fragmentariedad la conducta consistente en 
expresar una falsa declaración en un procedimiento administrativo debe ser 
atendida en la vía penal? ¿Por qué? 
 

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………… 

 

2. Dentro de su libre criterio ¿Qué finalidad cumpliría el Derecho Penal atendiendo 
su carácter subsidiario, ante la existencia del control de veracidad en la vía 
administrativa? ¿Por qué? 

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

 

PRINCIPIO DE MÍNIMA INTERVENCIÓN 

 



 

………………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………… 

 

3. Cree Ud. ¿El legislador del Código Penal de 1991, al criminalizar la conducta de 
Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo ha tenido en consideración 
el carácter proporcional del Derecho Penal? ¿Por qué? 
 

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………… 

 

CATEGORIA N° 02 

 

 

 

 
4. Bajo su libre criterio. ¿En qué supuestos de investigación sobre el delito de 

Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo se efectúan diligencias 

urgentes e inaplazables? ¿Por qué? 

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………… 

 

5. ¿Cuándo se realiza una investigación sin sospecha o con sospecha en el delito 

de Falsa Declaración en Procedimiento Administrativo? 

…………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………… 

 

6. Dentro su libre criterio ¿Cuándo en la investigación del tipo penal de Falsa 

Declaración en Procedimiento Administrativo se efectúan diligencias simples o 

 

INVESTIGACIÓN PRELIMINAR 

 

 



 

complejas? ¿Por qué? 

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………… 

 

CATEGORIA N° 03 

 

 

 

 
7. ¿En qué procedimiento administrativo se configura el delito de Falsa 

Declaración en Procedimiento Administrativo? 

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

………………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………… 

 

8. Cree Ud. ¿Que el control de veracidad ejercido en la vía administrativa resulta 

eficaz en comparación al Derecho Penal respecto al delito de Falsa Declaración 

en Procedimiento Administrativo? ¿Por qué? 

…………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………… 

 

9. Bajo su libre opinión ¿Cómo el control de veracidad posterior al acto 

administrativo salvaguarda la correcta Administración Pública? 

…………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………… 

 

 

FALSA DECLARACIÓN EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

 

 



 

10. ¿Cuándo corresponde al administrado probar la veracidad de su declaración, si 

en vía administrativa se cuenta con el Principio de Impulso de Oficio? 

…………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………………………………

……………………………………………………………………………… 

 

Nombre del entrevistado Sello y Firma 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Anexo 6:    Propuesta de Solución 

 
I. Propuesta. 

Bajo los alcances concluidos del presente estudio de investigación, con el 

propósito de poder contribuir al sistema de justicia penal dentro de nuestro 

estado democrático de derecho, resulta adecuado proponer en calidad de 

proyecto de ley la descriminalización de la acción descrita en el artículo 411 

del Código Penal promulgado por el Decreto Legislativo N° 635 de fecha 08 

de abril de 1991, que prescribe y sanciona el delito de Falsa Declaración en 

Procedimiento Administrativo. 

Proyecto de Ley N° … 

El Congresista de la República que suscribe, considerando el tracto para la 

derogación de una ley y en acción de la facultad sobre iniciativa de en la 

formación de leyes, al amparo de los artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política del Estado Peruano en concordancia con los artículos 75 y 76 del 

Reglamento del Congreso de la República, expone el siguiente proyecto de 

ley. 

LEY QUE DEROGA EL ARTÍCULO 411 - FALSA DECLARACIÓN EN 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, DEL CÓDIGO PENAL APROBADO POR 

EL DECRETO LEGISLATIVO N° 635 DE FECHA 08 DE ABRIL DE 1991. 

Artículo 1. Objetivo del proyecto de ley 

La presente Ley tiene por único objeto garantizar la debida utilidad de la 

dogmática penal sobre la política criminal que omitió los alcances del 

Principio de Mínima Intervención del Derecho Penal en la criminalización de 

la acción contenida en el tipo penal de Falsa Declaración en Procedimiento 

Administrativo, previsto y sancionado en el artículo 411 del Código Penal. 

Artículo 2. Derogación del artículo 411 del código penal. 

Deróguese el artículo 411 del Código Penal, Falsa Declaración en 

Procedimiento Administrativo, aprobado por el Decreto Legislativo N° 635 de 

fecha 08 de abril de 1991. 



DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL 

Única. La presente ley entrara en vigencia al día siguiente de su 

promulgación. 

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA 

POR TANTO: 

Comuníquese al señor presidente para su promulgación. 

Dado en la Casa de Gobierno, a los … días del mes de … del 20… 



 

Anexo 7: Guías De Entrevistas Desarrolladas 
 

 

 



 



 



 

 



 





 



 



 

 



 



 



 



 



 

 



 



 



 



 

 



 



 



 



 

 



 



 



 

 



 



 



 



 



 

 



 



 



 



 



 

 



 



 



 



 



 



 

 
 
 
 
 
 

 



 

Anexo 8: Jurisprudencia tratada 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 




